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1. INCIDENCIA DE LOS PROBLEMAS COMPETENCIALES EN EL SIGNIFICADO
DE LA EVALUACION DE IMPACTO AMBIENTAL

En todos los ambitos del poder publico, la dinamica competen-
cial tiende a prescindir de consideraciones ajenas a la propia logica
de la lucha por el poder exclusivo. De esta manera, igual que los Es-
tados en guerra por un territorio son capaces de destruirlo para afir-
mar su soberania territorial, los entes puiblicos enfrentados por el
ejercicio de ciertas potestades pueden llegar a impedir el empleo de
las mismas a fin de sostener su respectiva competencia.

Por afiadidura, la dindmica competencial parece estar dotada de
una permanente capacidad de generar nuevos argumentos. Asi, de
los enfrentamientos relativos a la determinacién de los contenidos
de los distintos sectores, es facil pasar a las luchas sobre el nivel de
penetracion de las materias llamadas horizontales en las competen-
cias verticales ajenas. En nuestra experiencia constitucional, titulos
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competenciales como los relativos a la ordenacién general de la eco-
nomia, a favor del Estado, o los de ordenacién del territorio y pro-
teccion del medio ambiente, a favor de las Comunidades Auténo-
mas, han mostrado disponer de una notable capacidad para
provocar continuamente problemas de distribucién de competen-
cias entre ambas instancias. Como ya se ha dicho, de resultas de los
enfrentamientos por las competencias, cabe que los objetos implica-
dos sufran grandes transformaciones; de manera que la lucha por la
competencia pudiera llegar a privar de sustancia a los mismos ob-
jetos.

Las anteriores consideraciones sirven de acompafamiento a la
introduccién en los problemas competenciales de la evaluacién de
impacto ambiental, habida cuenta del grave riesgo de transforma-
cién del significado y alcance de la institucién que comportan. Desde
su gestacion en el Derecho norteamericano (1970), la evaluacién de
impacto ambiental se ha acreditado como una excelente via de trans-
formacion ambiental de los sectores que debian emplearla. Sin em-
bargo, el sesgo que esta adquiriendo la problematica competencial
en nuestra experiencia amenaza con destruir la naturaleza misma de
la técnica, modificando su caracter de obligacion procedimental de
los distintos sectores materiales de actuaciéon publica, para conver-
tirla en un mecanismo de control de las Administraciones autonémi-
cas sobre el resto de Administraciones Publicas.

Sucede, en efecto, que la evaluacién de impacto ambiental se ha
caracterizado, desde su mismo disefio y aplicacién en Estados Uni-
dos, como una obligacién procedimental en la toma de decisiones
publicas de relevancia ambiental. La obligacién béasica consiste en la
generacion de informacion cientifica fiable, contrastada publicamen-
te, sobre los efectos de una accién, de manera que la informacién
pueda ser realmente tenida en cuenta en la toma de la correspon-
diente decision. Se trata de una obligacién horizontal y procedimen-
tal que afecta a todos los entes puiblicos, pero que no cambia el régi-
men de intervencién administrativa en los diferentes sectores de
actuacion. Las competencias materiales resultan inalteradas, sin per-
juicio de que las competencias jerarquicas puedan modificarse cuan-
do los 6rganos sustantivo y ambiental de la misma Administracién
no se ponen de acuerdo. En definitiva, la autoridad afectada (inte-
grada por dos niveles de decisién) no puede eludir el procedimiento
de evaluacién de impacto ambiental, cuando éste sea obligatorio; sin
embargo, puede la misma autoridad adoptar decisiones que no sean
las mas favorables para el medio ambiente. Estamos ante una herra-
mienta procedimental encaminada a mejorar las decisiones adminis-
trativas mediante la exigencia de que éstas sean «ambientalmente
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responsables», aunque no precisamente las «ambientalmente mas
beneficiosas» (1).

La técnica evaluatoria conecta, asi, con el caracter bifronte de la
proteccién del medio ambiente. Por una parte, la tutela del medio
ambiente constituye el objeto de una especifica politica pablica, tan
sectorial como las demas, la politica ambiental, establecida por la le-
gislacion y la planificacién ambientales y servida por la correspon-
diente organizacién ambiental. De otra parte, la proteccién del me-
dio ambiente es un objetivo general para todas las politicas publicas,
que no pierden por ello sustantividad. Este segundo sentido de la
proteccién ambiental es asegurado mediante las denominadas técni-
cas horizontales, como la evaluacién de impacto ambiental, que se
configura, por tanto, como una importante via de transformacion de
los sectores. Parece, en efecto, que solamente a través de la internali-
zacién de la problematica ambiental por los sectores cabra lograr
una efectiva proteccion general del medio ambiente. Planteamiento
que ya fue subrayado por el gran maestro italiano M. S. GIANNINI,
cuando tempranamente afirmé que toda disciplina del medio am-
biente que quisiera ser efectiva no podria ser sino sectorial (2).

El anterior contenido conceptual de la evaluaciéon de impacto
ambiental experimenta grandes transformaciones, de sentido no pre-
cisamente beneficioso para el medio ambiente, si la técnica se em-
plea como via para la ampliacién de las competencias de una esfera
de poder. Asi, en la casuistica patria relativa a este problema pode-
mos encontrarnos con un supuesto tan sorprendente como la san-
cién impuesta por la Consejeria de Medio Ambiente de Andalucia
(6rgano autonémico) a la Confederacién Hidrografica del Guadal-
quivir (ente estatal) por realizar «trabajos de dragado y limpieza de
un cauce publico, afectando a la vegetacion de ribera», sin la trami-
tacién previa del preceptivo informe ambiental, competencia de la
Comisién Provincial de Medio Ambiente (6rgano autonémico), se-
gun exige la Ley de Proteccion Ambiental de Andalucia (Ley 7/1994,
de 18 mayo) (3). Sorprende, en verdad, el caso, porque la Comuni-
dad Auténoma, que carece de competencia para la administracion
de la cuenca hidrogréfica del rio Guadalquivir por su caracter inter-

(1) Resumo aqui ideas de la magnifica tesis de Rosa COMELLA DORDA, Régimen juridico
de las declaraciones de impacto ambiental en el Derecho estadounidense, Facultad de Dere-
cho, Universidad de Zaragoza, 1995, en especial pags. 215y ss.

(2) Massimo Severo GIANNINI, Ambiente; saggio sui diversi suoi aspetti giuridici, en
«Riv. trim. dir. pubblico», num. 1 (1973), pag. 15.

(3) Dispongo de fotocopia de la Resolucién de la Viceconsejera de Medio Ambiente de
Andalucia, de 1 julio 2002, desestimando el recurso de alzada interpuesto por la Confede-
raciéon Hidrografica del Guadalquivir contra la sancién de la Delegacién Provincial de Me-
dio Ambiente en Cérdoba.
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comunitario, pretende condicionar el ejercicio de tal competencia
por el ente estatal que la tiene atribuida como propia —arts.
149.1.22.* Constitucién, 21.1.b) y 86 Ley de Aguas—. Emplea para
ello la Comunidad Auténoma la técnica de la evaluacién de impacto
ambiental, cuyo régimen juridico, incluida su misma denominacién,
esta siendo objeto de importantes modificaciones en la legislacién
autondémica, por comparaciéon con la legislacion béasica. La evalua-
cién de impacto ambiental se transforma, asi, en un mecanismo de
control ambiental de la Comunidad Auténoma sobre el ejercicio de
las competencias del Estado. Lejos de contribuir al compromiso am-
biental de la Administracién del Agua, la posicién autonémica, de
consolidarse, determinara que la Consejeria de Medio Ambiente dis-
ponga de més poder hidraulico y la Confederacién Hidrogréfica de
menos responsabilidad ambiental.

No estamos, ni mucho menos, ante un supuesto anecdotico. Las
modalidades de penetraciéon autonémica en la evaluacién de los pro-
yectos estatales (4), como enseguida vamos a ver, son variadas. De
una parte, la misma legislacién basica del Estado parece haber reco-
nocido explicitamente a las Comunidades Auténomas facultades
para determinar ciertos supuestos de sujeciéon a evaluacién de los
proyectos estatales. De otra parte, la legislacién autonémica se ha
encargado de anadir nuevas vias de control en la evaluacién del im-
pacto ambiental de los proyectos de competencia del Estado, bien
mediante el establecimiento de obligaciones adicionales de evalua-
cién por el Estado de sus proyectos, bien incluso mediante la auto-
atribucion de la competencia para evaluar proyectos estatales.

Interesa examinar, bajo la 6ptica del sistema constitucional de
distribucién de competencias, esas modalidades de penetracién au-
tonémica en la evaluacion de los proyectos estatales, previstas tanto
en la legislacién bésica del Estado como en la legislacion de las Co-
munidades Auténomas. Sabiendo que mediante el establecimiento
del exacto perfil de las competencias estatales y autonémicas no sélo
se contribuye a la depuracién conceptual de la técnica denominada
evaluacién de impacto ambiental, sino también, en ultimo extremo,
a la mejor protecciéon del medio ambiente que deriva del manteni-
miento de su caracteristica de obligacién procedimental de muy va-
riados sectores. Con arreglo a esa filosofia estudiaremos, primero, la
competencia para la sujecion de proyectos estatales a evaluaciéon de
impacto ambiental —2—; después, la competencia para la declara-
cién de impacto ambiental de proyectos estatales —3—, y, por fin,

(4) En la expresion proyecto estatal debe incluirse todo proyecto de obra, instalacién
o actividad atribuido a la competencia de autorizacién o realizacién del Estado.
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las especialidades del régimen de la evaluacién de impacto ambien-
tal en espacios naturales protegidos —4—.

2. COMPETENCIA PARA LA SUJECION DE PROYECTOS ESTATALES
A EVALUACION DE IMPACTO AMBIENTAL

La competencia de las Comunidades Auténomas para sujetar
proyectos estatales a evaluaciéon de impacto ambiental parece haber-
se ido afirmando en la normativa adicional autonémica y en la legis-
lacién basica estatal sin necesidad de grandes esfuerzos dialécticos,
con notable facilidad incluso, como si fuera la consecuencia natural
del marco constitucional y estatutario de distribucién de competen-
cias (A). Sin embargo, una revisién cuidadosa de los fundamentos de
esa competencia ha de poner de manifiesto, cabe adelantar ya, la en-
deblez de los mismos frente a la exclusividad competencial que re-
claman las competencias materiales del Estado en entredicho (B). La
consecuencia de ello debe ser la interpretacion conforme a la Consti-
tucion de la legislacion (C).

A) Afirmacion legislativa de las competencias autonémicas
para someter proyectos estatales a evaluacion

La penetracién de la legislacién autonémica en los proyectos es-
tatales, de cara a exigir la evaluacién de impacto ambiental de los
mismos, ha sido paulatina. No obstante, se trata de una actitud que
no cabe considerar generalizada, aspecto que conviene poner de re-
lieve.

En efecto, varias Comunidades Auténomas circunscriben expre-
samente el ambito de sus previsiones normativas en materia de eva-
luacién de impacto ambiental a los proyectos cuya autorizacién o
realizacién corresponda a la propia Administraciéon autonémica. En
estos casos no hay, por tanto, proyectos estatales que deban someter-
se a evaluaciéon ambiental por virtud de la normativa autonémica. Se
trata de las Comunidades de Baleares (Decreto 4/1986), Extremadu-
ra (Decreto 45/1991), Aragén (Decreto 45/1994) y Castilla y Leén
(Ley 5/1998).

Sin embargo, con toda normalidad, la mayor parte de la normati-
va autonomica de evaluacién de impacto ambiental establece que el
ambito de aplicacion de sus exigencias es el correspondiente territo-
rio autonémico o, mas cripticamente, el Ambito de competencia de
la Comunidad Auténoma. Aunque no haya en esas férmulas una ex-
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presa referencia a los proyectos estatales, ningtin dato de la normati-
va autonémica invita a pensar que éstos queden excluidos de la regla
general. Asi sucede, al menos, en las Comunidades de Valencia (art.
1.2 Ley 2/1989), Canarias (art. 3 Ley 11/1990), Madrid (art. 5 Ley
10/1991), Cantabria (art. 1 Decreto 50/1991), Andalucia (art. 3.1 Ley
7/1994), Murcia (art. 14 Ley 1/1995) y Pais Vasco (art. 41.1 Ley
3/1998).

Resultaria muy costoso, y probablemente de poca utilidad en el
momento presente, tratar de identificar en la legislacién autonémica
los supuestos de sujecién a evaluacién anadidos a las listas de la le-
gislacién basica. Bajo la vigencia de la primera redaccién de la LEIA
(1986), la operacién atn podia tener interés, habida cuenta de la exi-
giiidad de la lista estatal de proyectos sujetos a evaluacién. Pero tras
la incorporacién de la Directiva 97/11/CE, llevada a cabo con la re-
forma de la LEIA (2000-2001), son mas bien escasos los afiadidos
que pueden encontrarse en la legislacion autonémica, pese a que
ésta, en el momento de su aprobacion, pudiera ser mas exigente que
la legislacién basica. Otra cosa podra, en cambio, suceder en el futu-
ro, cuando las Comunidades Auténomas procedan a renovar su le-
gislacion de evaluacién de impacto ambiental, adecuandola a la le-
gislacion basica. No parece aventurado imaginar un considerable
incremento de los proyectos estatales sujetos a evaluacién de impac-
to ambiental, al menos si la legislacién basica no es reformada o
adecuadamente interpretada, de manera que impida o limite la inde-
pendiente adiciéon autonémica de nuevos supuestos de proyectos es-
tatales sujetos a evaluacion.

Por ahora, ninguna reaccién juridica se ha producido por parte
del Estado ante esas regulaciones autonémicas. Incluso cabe consta-
tar que la legislacién bésica parece haber sido reformada para admi-
tir las competencias autonémicas en cuestion.

La redaccién originaria de la legislacion basica de evaluacién de
impacto ambiental (LEIA, aprobada por RD Legislativo 1302/1986)
no contenia ningtn elemento que permitiera a las Comunidades Au-
ténomas ni determinar nuevos supuestos de proyectos sujetos a eva-
luacién ni incidir en la evaluacién de los proyectos correspondientes
a la competencia material del Estado. Asi, por una parte, la legisla-
cién basica enumeraba los proyectos sujetos a evaluacién sin decir
nada sobre la posible ampliacién de ese listado por parte de las Co-
munidades Auténomas. Por otra parte, cada esfera de competencia
territorial controlaba la evaluacién de sus propios proyectos, sin per-
juicio del planteamiento interno de discrepancias entre los érganos
sustantivo y ambiental de una misma Administracién, pues siempre
se consideraba 6rgano ambiental «el que ejerza estas funciones en la
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Administracion Publica donde resida la competencia sustantiva para
la realizacion o autorizacion del proyecto» (art. 5 LEIA, 1986).

Sin embargo, las modificaciones de la legislacién basica (LEIA,
modificada por RD-Ley 9/2000, convertido en Ley 6/2001) han intro-
ducido variantes significativas en los anteriores planteamientos. En
este epigrafe nos vamos a ocupar tnicamente de los mecanismos de
determinacién de los proyectos sujetos a evaluacién de impacto am-
biental. La notable ampliacién de los mismos impuesta por la nor-
mativa de la Comunidad Europea (Directiva 97/11/CE) ha conducido
a la configuracién de mecanismos complejos para la determinacion
de los proyectos afectados. Asi, junto a la sencilla férmula empleada
para los proyectos del anexo I LEIA, consistente en sujetarlos en
todo caso a evaluacion, la concrecion de los proyectos del anexo 11
LEIA sometidos a evaluacion puede llevarse a cabo por dos vias.

La primera posibilidad de sujecién a evaluacién de los proyectos
del anexo II consiste en que «asi lo decida el 6rgano ambiental en
cada caso», de manera «motivada y publica» y ajustandose «a los cri-
terios establecidos en el anexo III» (art. 1.2, primer parrafo, LEIA,
2001). Ninguna penetracién autonémica habria de producirse en
este supuesto para los proyectos estatales, habida cuenta de que la
propia legislacion basica se ha cuidado de establecer que, en todo
caso, «el Ministerio de Medio Ambiente serd 6rgano ambiental en re-
lacién con los proyectos que deban ser autorizados o aprobados por
la Administracién del Estado» (art. 5.1 LEIA, 2001).

La segunda posibilidad de someter a evaluacién los proyectos del
anexo II parece quedar, en cambio, enteramente remitida por la le-
gislacion basica a la legislaciéon autonémica. Se permite, en efecto,
que la normativa de las Comunidades Auténomas exija en todo caso
la evaluacion de los proyectos del anexo II o que establezca umbra-
les, de acuerdo con los criterios del anexo III, para determinar los
proyectos del anejo II que se sujetan a evaluacién (art. 1.2, segundo
parrafo, LEIA, 2001). En estos supuestos, por tanto, parece que la
evaluacion de los proyectos estatales se llevara a cabo por exigencia
de la legislaciéon autonémica, aunque siempre actuara el érgano am-
biental del Estado, en aplicacién de la regla anteriormente citada
(art. 5.1 LEIA, 2001).

Si la legislacién basica no limita especificamente el poder auto-
noémico de sujecién a evaluacién de proyectos estatales, los condicio-
nantes para el ejercicio de las competencias autonémicas serian de
tipo genérico. Cabe destacar un limite formal y otro de tipo material.

El primero nos llega por via jurisprudencial. Se trata de la doctri-
na que rechaza la ampliacién del ambito de aplicaciéon del procedi-
miento de evaluacién de impacto ambiental mediante reglamento in-
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dependiente de la ley. En aplicacién de la misma, habra que rechazar
el sometimiento a evaluaciéon de cualquier proyecto cuando derive
exclusivamente de una norma reglamentaria (5).

El segundo condicionante del ejercicio de la competencia autoné-
mica parece podria derivar de la clausula general que en la normati-
va comunitario-europea sirve para determinar el &mbito de aplica-
cion de la evaluaciéon de impacto ambiental. Los proyectos sujetos a
evaluacién se caracterizan como «proyectos que puedan tener reper-
cusiones importantes sobre el medio ambiente» (art. 1.1 Directiva
85/337/CEE, modificada por Directiva 97/11/CE) o como «proyectos
que puedan tener efectos significativos en el medio ambiente, en vir-
tud, entre otras cosas, de su naturaleza, dimensiones o localizacién»
(art. 2.1 de la misma Directiva). En consecuencia, la libertad autono-
mica para la sujeciéon de proyectos a evaluacién de impacto ambien-
tal habra de contar siempre con el respeto a ese limite conceptual,
pudiendo seleccionarse tinicamente los proyectos de «efectos signifi-
cativos en el medio ambiente» (6).

La valoracién de los limites anteriores parece poner de relieve
una amplia libertad reconocida en la legislacién basica y ejercida en
la normativa adicional para que las Comunidades Auténomas esta-
blezcan proyectos sujetos a evaluacién de impacto ambiental. En la
literalidad de las normas, esa libertad apenas parece tener limites,
incluso cuando afecta a los proyectos de competencia del Estado.
Conviene que, a continuacioén, nos planteemos si eso es posible bajo
la perspectiva de las competencias exclusivas del Estado.

(5) La STS de 24 octubre 1996, estimatoria de recurso de casacién contra STSJ Ara-
g6n de 24 junio 1991, declara (FJ 5.°): «A falta de norma especifica, habra que entender
que la potestad reglamentaria alcanza a la materia organizativa (reglamentos organizati-
vos) y a los necesarios complementos de las leyes (reglamentos de ejecucion), y que, en
consecuencia, no alcanza a otras materias como la definicién del &mbito y limitaciones del
derecho de propiedad ni al establecimiento de cargas y obligaciones para los administra-
dos, como en el caso de autos, en que, sin ninguna norma con rango de ley que lo autorice,
se pretende por via meramente reglamentaria exigir estudio de impacto ambiental para
cualquier transformacién de la clasificacion del suelo o para cualquier aprobacién de pla-
nes parciales o especiales. Para imponer estas exigencias (que van mas alla de lo dispuesto
en el RD Legislativo 1302/1986, de Evaluacién de Impacto Ambiental, que lo exige sélo
para las actividades senaladas en el anejo) hubiera sido necesario que la Comunidad Auté-
noma de Aragén tramitara, aprobara y publicara la correspondiente ley, ya que la atribu-
cién de competencia exclusiva en la materia no exime a las Comunidades Auténomas de
respetar la soberania de la ley y de aceptar las limitaciones propias de las disposiciones re-
glamentarias.»

(6) Sin duda, la aplicacion de ese concepto juridico indeterminado conlleva grandes di-
ficultades para la prueba y valoracién del caracter significativo de los efectos ambientales
que puedan producir los proyectos sujetos a evaluaciéon por las Comunidades Auténomas.
Seria conveniente, en tal sentido, ir estableciendo férmulas sencillas, que permitieran con-
trolar el cumplimiento de la exigencia normativa. Una pregunta elemental podria ser, sim-
plemente, si en la seleccién de cada proyecto sujeto a evaluacién la Comunidad Auténoma
ha tenido en cuenta el requisito de que el proyecto tenga «efectos significativos en el medio
ambiente», especificando las razones determinantes de la concurrencia del mismo.
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B) Reivindicacion de la exclusividad competencial del Estado para
determinar los proyectos de su competencia sujetos a evaluacion

La aparente claudicaciéon de la legislacién béasica en esta materia
resulta, ciertamente, llamativa. La decisién autonémica no sélo pa-
rece ofrecerse como alternativa a la determinacién por el Ministerio
de Medio Ambiente, «caso por caso», de los proyectos estatales del
anexo IT que se sujetan a evaluacién (art. 1.2 LEIA, 2001); también
parece legitimarse a las Comunidades Auténomas para ampliar li-
bremente la lista de proyectos estatales sometidos a la observancia
de la evaluacién de impacto ambiental (art. 5.1 LEIA, 2001). Pues
bien, ni uno ni otro efecto, al consistir ambos en una obligacién pro-
cedimental del Estado establecida por las Comunidades Auténomas,
resultan facilmente admisibles. Las reglas de distribucién constitu-
cional de competencias, como vamos a ver, imponen el reconoci-
miento del monopolio del Estado para la determinacién de los pro-
yectos de su competencia sujetos a evaluacion.

Hasta ahora, hemos venido admitiendo en la exposicién que la
evaluacién de impacto ambiental es un elemento correspondiente a
los titulos competenciales en materia de medio ambiente. No es asi,
sin embargo, o, al menos, no es asi por entero.

Reflexionemos, primero, sobre el contenido de la técnica evalua-
toria. A través de ella, se obliga a los titulares de variadas competen-
cias materiales, que reciben la denominacién de «6rgano sustantivo»
(también «técnico», «material» o «sectorial»), a seguir un procedi-
miento administrativo caracterizado por las exigencias técnicas o
cientificas (fase de elaboracién del estudio de impacto ambiental), la
colaboracién administrativa (fase de consultas), la participacion ciu-
dadana (fase de informacién publica), la viabilidad del enfrenta-
miento entre intereses publicos (fase de discrepancias con el «6rgano
ambiental») y la coordinacion final (fase de decisién por el titular del
poder ejecutivo, si no hay acuerdo entre los érganos sustantivo y am-
biental). A la vista esta: los elementos procedimentales de la evalua-
cién de impacto ambiental, con sus repercusiones financieras, orga-
nizativas y sustantivas, son de gran envergadura.

La evaluacién de impacto ambiental es una técnica de tutela am-
biental que debe ser integrada, pues, en el procedimiento adminis-
trativo. Su significado consiste en exigir que las autoridades, para to-
mar decisiones que puedan tener efectos significativos sobre el
medio ambiente, conozcan las consecuencias de su accién. De ahi
que se imponga la obligacién de generar una informacién fiable de
caracter publico. Y es eso lo que garantiza el procedimiento de eva-
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luacién de impacto ambiental: que la decisién correspondiente no se
va a adoptar sin conocimiento de sus consecuencias ambientales. No
se asegura la adopcién de las decisiones mas favorables para el me-
dio ambiente, aunque ello se fomente, mediante la informacién con-
trastada. El 6rgano sustantivo del que depende el proyecto puede
mantener éste, en contra del criterio del 6érgano ambiental, corres-
pondiendo la decision ultima, si se mantienen las discrepancias, al
supremo organo colegiado de cada Administraciéon Publica.

Estamos ante una institucién que tiene por objeto garantizar la
tutela del medio ambiente, si, pero utilizando precisamente para ello
el procedimiento administrativo, que se convierte en el protagonista
de la misma institucién. La exigencia de evaluacién de impacto am-
biental obliga, asi, a introducir en el procedimiento administrativo
de toma de decisién sobre determinados proyectos otro procedi-
miento administrativo, que formalmente cabria considerar de carac-
ter incidental, con el objetivo de facilitar informacién fiable y con-
trastada sobre los efectos ambientales de los proyectos. Es, por
tanto, una institucién que no pretende cambiar la autoridad compe-
tente sobre el proyecto, sino ayudar a esta autoridad a tomar una de-
cision ambientalmente responsable.

En ese contexto, bajo la 6ptica competencial, parece necesario
preguntarse si es suficiente con disponer de competencias ambienta-
les para imponer el procedimiento de evaluacion ambiental. La duda
es comun a distintas técnicas de lo que cabria denominar la parte ge-
neral del Derecho Ambiental. En efecto, el mismo problema se nos
planteara si queremos regular un tributo ambiental, un delito ecol6-
gico o la calificacién ambiental en la contratacién administrativa.
¢Bastara con disponer de competencias ambientales para la ordena-
cién juridica de esos elementos o serd necesaria también la compe-
tencia para la correspondiente regulacién tributaria, penal o con-
tractual administrativa?

La evidencia de la respuesta a la anterior cuestién impone, en
nuestro caso, concluir que la evaluacién de impacto ambiental no es
simplemente una técnica ambiental. Es también una técnica proce-
dimental, un procedimiento administrativo que se aplica en muy va-
riados sectores de actuacién publica. De ahi que su empleo no pueda
decidirse exclusivamente con arreglo a la distribucién de competen-
cias sobre medio ambiente, sin contar con las reglas relativas al re-
parto de competencias en materia de procedimiento administrativo.

Un correcto enfoque del problema planteado deberia hacerse, por
tanto, considerando que el establecimiento de la técnica de evalua-
cién de impacto ambiental constituye una obligaciéon procedimental
encaminada a proteger el medio ambiente, cuyo régimen basico

20



EVALUACION DE IMPACTO AMBIENTAL DE PROYECTOS DEL ESTADO

debe ampararse tanto en la competencia del Estado sobre «el proce-
dimiento administrativo comun» (art. 149.1.18.* Constitucién) como
en la relativa a la «legislacién basica sobre proteccién del medio am-
biente» (art. 149.1.23.* Constitucién). Las correspondientes compe-
tencias de las Comunidades Auténomas deben respetar ese marco
constitucional, de manera que no cabra considerar toda regulacién
autondémica sobre la evaluacién de impacto ambiental como el sim-
ple ejercicio «de las facultades de las Comunidades Auténomas de
establecer normas adicionales de proteccién» (art. 149.1.23.* Consti-
tucién). La vertiente procedimental de la institucién exige que, al
mismo tiempo, toda regulacién autonémica de la evaluaciéon de im-
pacto ambiental se circunscriba a sus competencias en materia de
procedimiento administrativo, esto es, al &mbito «de las especialida-
des derivadas de la organizacién propia de las Comunidades Auténo-
mas» (art. 149.1.18.* Constitucidn).

El entendimiento procedimental de la evaluaciéon de impacto am-
biental nos permite conectar con la doble consideracién de la tutela
ambiental: como un objetivo general del ordenamiento juridico y
como un sector especifico de actuacién publica. En cuanto objetivo
general, la proteccién del medio ambiente constituye un bien juridi-
co a insertar en cualquier sector de actuacion, con independencia del
reparto de competencias relativo a las especificas actuaciones am-
bientales (que se orientan a establecer directamente los niveles de
utilizacién racional de todos los recursos naturales) (7). No se puede
negar a ninguno de los poderes publicos el derecho-deber de prote-
ger el medio ambiente (art. 45.1 Constitucién), con independencia
del ente que resulte competente para desenvolver la politica ambien-
tal. De ahi que al Estado deba reconocérsele la competencia norma-
tiva para exigir, como parte del procedimiento administrativo co-
mun, que ni la Administracién del mismo Estado ni ninguna otra
Administracion Pablica adopten decisiones que pudieran tener con-
secuencias sobre el medio ambiente sin observar el procedimiento
de evaluacién de impacto ambiental.

En todo caso, ese entendimiento procedimental de la evaluacién
de impacto ambiental permite deducir que no pueden las Comunida-
des Auténomas utilizar genéricamente sus competencias ambienta-

(7) Sobre estos planteamientos, me permito remitir a Fernando L6pEZ RAMON, El De-
recho ambiental como Derecho de la funcion piiblica de proteccion de los recursos naturales,
en «RDAmb.», num. 13 (1994), concretamente pags. 40-41. Recuérdese, en todo caso, que
la distincién entre objetivo general y funcién especifica de protecciéon del medio ambiente
se encuentra recogida en el articulo 6 Tratado CEE, al establecerse, junto al titulo XIX, de-
dicado a la especifica politica ambiental (arts. 174-176), que «las exigencias de la protec-
cién del medio ambiente deberan integrarse en la definicién y en la realizacién de las poli-
ticas y acciones de la Comunidad... con objeto de fomentar un desarrollo sostenible».
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les para obligar al Estado, en materias de la competencia de éste, a
seguir determinados procedimientos administrativos. Asi, los su-
puestos de la legislacién autonémica de ampliacién del ambito de
evaluacién de impacto ambiental no deben, con caracter general, re-
sultar vinculantes para el Estado, en relacion con los proyectos o ac-
tividades atribuidos a la competencia del propio Estado.

C) Propuesta de interpretacion conforme a la Constitucion
de la legislacion

La conclusién del epigrafe anterior no tiene que ser la inconstitu-
cionalidad y subsiguiente necesidad de reforma de la legislacién ba-
sica sobre evaluacion de impacto ambiental. Ciertamente, una refor-
ma seria la manera méas adecuada de solucionar el problema.
Reclamando expresamente el amparo competencial del articulo
149.1.18.* Constitucién, el Estado podria sustituir las referencias
normativas que en la LEIA parecen admitir la competencia autoné-
mica para determinar la sujecién a evaluacién de los proyectos esta-
tales. Sin embargo, no es ésa la tnica via posible, puesto que cabe
también potenciar un entendimiento de la legislacién basica que se
ajuste al conocido principio de interpretacién conforme a la Consti-
tucién del resto del ordenamiento juridico (art. 5 LOPJ).

La literalidad de la legislacion basica permite, en efecto, una in-
terpretacion diferente, mas reducida, del alcance de las competen-
cias autonémicas en la materia. Para razonar sobre tal posibilidad
hermenéutica, interesa empezar por transcribir completamente el
precepto (art. 1.2 LEIA, 2001):

«Los proyectos publicos o privados consistentes en
la realizacién de las obras, instalaciones o de cualquier
otra actividad comprendida en el anexo IT de este Real
Decreto Legislativo s6lo deberdn someterse a una eva-
luaciéon de impacto ambiental en la forma prevista en
esta disposiciéon, cuando asi lo decida el 6rgano am-
biental en cada caso. La decisién, que debe ser motiva-
da y publica, se ajustara a los criterios establecidos en
el anexo III.

Lo establecido en el parrafo anterior no sera de apli-
cacion a aquellos proyectos para los que la normativa
de las Comunidades Auténomas, en el dmbito de sus
competencias, bien exija evaluacién de impacto am-
biental, en todo caso, bien haya fijado umbrales, de
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acuerdo con los criterios del anexo III, para determinar
cuando dichos proyectos deben someterse a evaluacion
de impacto ambiental.»

Vemos, pues, que la posibilidad de que las Comunidades Auténo-
mas sujeten a evaluacién proyectos del anexo II, en todo caso o por
superar ciertos umbrales, es una posibilidad limitada al «dmbito de
sus competencias». ¢(Pero a qué competencias autonémicas se refiere
la legislacién basica, a las relativas a medio ambiente o a las corres-
pondientes a las materias de los proyectos sujetos a evaluacién? No
resulta facil responder a ese interrogante.

Sostienen FERNANDEZ SALMERON y SORO MATEO que el legislador
basico se esta refiriendo a las competencias autonémicas para esta-
blecer normas adicionales de proteccién del medio ambiente. En-
tienden, asi, estos autores que sélo pueden establecer normativa-
mente supuestos de sujecion a evaluacién de impacto ambiental las
Comunidades Auténomas que dispongan de dichas competencias so-
bre normas adicionales de proteccién ambiental, constitutivas del te-
cho competencial autonémico en materia de medio ambiente segiin
el articulo 149.1.23. Constitucion (8).

Por su parte, partiendo de los mismos planteamientos que los an-
teriores autores, RosaA MORENO llega, en cambio, a mantener la in-
constitucionalidad de la normativa autonémica que estableciera um-
brales para la evaluaciéon de proyectos del anexo II. Supone el autor
que entonces se rebajaria el nivel de protecciéon ambiental, por com-
paracién con el sistema de decisién caso por caso de los proyectos

(8) Manuel FERNANDEZ SALMERON y Blanca Soro MATEO, La articulacién del ordena-
miento juridico ambiental en el Estado autondémico, Barcelona, Atelier, 2001, pag. 147. Para
comprender esta postura doctrinal, conviene tener en cuenta el proceso de asuncién de
competencias autonémicas en relacién con la proteccién del medio ambiente, tal y como lo
han descrito Isabel PONT CASTEJON y Lucia CAsADO CAsSADO, «La elasticidad de las competen-
cias normativas en materia ambiental: querer es poder», en El Derecho Administrativo en el
umbral del siglo xx1. Homenaje al Profesor Dr. D. Ramdn MARTIN MATEO, Valencia, Ed. Tirant
lo Blanch, 2000, tomo III, pags. 4058 y ss. En ese proceso destaca la transferencia a las Co-
munidades Auténomas ordinarias de la confusamente identificada como competencia de
«desarrollo legislativo y ejecucién» en la materia de «<normas adicionales de proteccién del
medio ambiente» —art. 3.c) Ley Organica 9/1992—. Dicha transferencia motivé la literal
asuncién por diversos Estatutos de Autonomia de la competencia de «desarrollo normativo
en materia de normas adicionales de protecciéon del medio ambiente» (ej.: art. 36.6 del Es-
tatuto de Aragén, tras la llamada «Reforma Corta», por Ley Orgénica 6/1994). La errénea
expresion sélo fue corregida en algunos Estatutos con posterioridad, a raiz de la Ley Orga-
nica 5/1996, que contenia la llamada «Reforma Amplia» del Estatuto de Aragén, cuyo ar-
ticulo 37.3 atribuye a la Comunidad Auténoma «el desarrollo legislativo y la ejecucion de la
legislacién del Estado en proteccion del medio ambiente», diferenciando esa competencia
de la correspondiente a «normas adicionales de proteccién del medio ambiente». El resul-
tado de la evolucion, sin embargo, es desigual, de manera que todavia algunos Estatutos de
Autonomia no han asumido las competencias sobre normas adicionales de proteccién del
medio ambiente y en otros casos tales competencias se han asumido en términos confusos.
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sujetos a evaluacion, y que, en consecuencia, esa normativa autono-
mica no podria recibir la cobertura competencial de norma adicio-
nal de proteccién del medio ambiente. La inconstitucionalidad al-
canzaria al mismo precepto estatal que permite tal efecto,
estableciendo una norma basica de alcance supletorio, salvo que se
considerase tal supletoriedad justificada por tratarse del cumpli-
miento de la obligacién comunitaria derivada de la Directiva
97/11/CE (9).

Combinando las anteriores posturas doctrinales, llegamos a con-
secuencias dificiles de asumir. Asi, por un lado, resultaria que la su-
jeciéon por parte de las Comunidades Auténomas de proyectos estata-
les del anexo II LEIA a evaluacién, inicamente seria admisible
cuando dichas Comunidades Auténomas tuvieran atribuida la com-
petencia sobre normas adicionales de proteccién del medio ambien-
te. Pero, por otro lado, la misma técnica de sujecién de proyectos es-
tatales a evaluacién se consideraria inconstitucional cuando se
establecieran umbrales, por entender que, en realidad, dicha técnica
no afiade proteccién ambiental, sino que restringe la que derivaria
de la identificaciéon caso por caso por el Ministerio de Medio Am-
biente de los proyectos estatales sujetos a evaluaciéon de impacto am-
biental.

La incongruencia que acabamos de poner de relieve deriva, en mi
criterio, de la premisa inicial del razonamiento, esto es, de la consi-
deraciéon como norma adicional de proteccién ambiental de la nor-
ma autonémica que establece, en todo caso o por umbrales, los pro-
yectos del anexo II LEIA sujetos a evaluacién. Habida cuenta de que
la legislacion basica remite para establecer esa sujecion a la normati-
va de las Comunidades Auténomas, precisando tanto la lista de pro-
yectos sujetos (anexo II) como los criterios determinantes, en su
caso, de los umbrales de sujecién (anexo III), mas bien parece que
estariamos ante simples competencias autonémicas de desarrollo le-
gislativo de la legislaciéon basica. Competencias éstas que requieren
de un efectivo espacio de desenvolvimiento, no pudiendo considerar-
se suplantadas por las competencias autonémicas sobre normas adi-
cionales de protecciéon ambiental (10). Recuérdese, en tal sentido, la
evolucién experimentada en la jurisprudencia constitucional: la STC
149/1991 (recurso contra la Ley de Costas) permitia al legislador basi-

(9) Juan Rosa MoreNo, «El ambito de aplicacién: los proyectos de obras, instalacio-
nes y actividades sometidos a evaluacién de impacto ambiental», en Tomas QUINTANA LOPEZ
(dir.), Comentario a la legislacion de evaluacion de impacto ambiental, Madrid, Civitas, 2002,
pags. 125-128.

(10) Asi lo sostienen, con profusiéon de argumentos, FERNANDEZ SALMERON y SORO MA-
TEO, op. cit., pags. 77-83.
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co llegar a la regulacién de detalle en materia de medio ambiente, al
limitar la competencia autonémica al establecimiento de normas
adicionales de proteccién; en cambio, la STC 102/1995 (recurso con-
tra la Ley de Conservacion de Espacios Naturales) exigié que la legis-
lacién basica dejara un margen al desarrollo por la normativa auto-
némica, «aun siendo menor que en otros ambitos». En nuestro caso,
la legislacién basica ha cumplido justamente con ese requisito de no
agotar la regulacion de la materia, al permitir a la normativa autoné-
mica la determinacién de los proyectos del anexo II sujetos a evalua-
cién, en todo caso o por umbrales.

Ahora bien, llegados a este punto, parece que deberia entenderse
como algo inutil el que la legislacion bésica (art. 1.2.2.° LEIA, 2001)
hubiera limitado la habilitacién normativa, para establecer proyectos
del anexo II sujetos a evaluacion, a las Comunidades Auténomas con
competencias de desarrollo de la legislacién basica de medio ambien-
te. Inutil, en efecto, seria, puesto que todas las Comunidades Auténo-
mas disponen de tal competencia (11). En consecuencia, habria de
cobrar un sentido diferente la exigencia de la legislaciéon basica de
que la determinacién de los proyectos del anexo II sujetos a evalua-
cién, en todo caso o por umbrales, se lleve a cabo por las Comunida-
des Auténomas «en el ambito de sus competencias». Ciertamente, si
la referencia a las competencias ambientales de las Comunidades Au-
ténomas no permite deducir diferencias de régimen juridico entre
unas y otras, parece que habrd que llegar a una de las siguientes con-
clusiones: bien que la mencion legislativa es innecesaria; bien que la
referencia en cuestién se entiende hecha a las competencias materia-
les de las Comunidades Auténomas, de manera que éstas sélo po-
drian determinar la evaluaciéon de proyectos del anexo II cuando se
tratara de proyectos de su propia competencia material (12).

La ultima interpretacion es la mas légica en el contexto del siste-
ma del Estado autonémico. En efecto, la categoria que estamos ma-
nejando plantea un problema de falta de ajuste al modelo ordinario
de relacion entre el poder central y los poderes territoriales en los

(11) La tnica excepcién parece ser la de Galicia, cuyo Estatuto de Autonomia, apro-
bado por Ley Organica 1/1981, Ginicamente atribuye a la Comunidad Auténoma la compe-
tencia exclusiva sobre «normas adicionales de proteccién del medio ambiente y del paisaje
en los términos del articulo 149.1.23.* Const.» (art. 27.30), sin ninguna referencia al desa-
rrollo legislativo y ejecucién de la legislacion basica de medio ambiente. Sin embargo, qui-
74 quepa interpretar que la asuncién por la Comunidad Auténoma de la competencia am-
biental de mayor envergadura (las normas adicionales) comprende las competencias de
tipo inferior (desarrollo legislativo y ejecucion).

(12) A los proyectos de competencia material autonémica deben asimilarse los pro-
yectos estatales que incidan especificamente en las competencias materiales autonémicas.
Tal seria el caso de las infraestructuras estatales que afectaran a un espacio natural prote-
gido.
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Estados descentralizados. EMBID ha calificado como supuesto «per-
turbador» en los Estados federales «que los Estados federados esta-
blezcan normas en materias cuya ejecucién puede corresponder a la
Federacion» (13). Sin embargo, plantear el problema en términos de
enfrentamiento de nuestra legislacion basica a un modelo teérico
tendria escasa trascendencia. El problema consiste, pues, en averi-
guar si nuestro sistema de distribuciéon de competencias en materia
de medio ambiente permite que las competencias ejecutivas del Es-
tado puedan ser afectadas por la normativa ambiental de las Comu-
nidades Auténomas. Posibilidad, en principio, extrafia al sistema ge-
neral de los Estados descentralizados, como acabamos de destacar, y
que, sin embargo, es admitida con normalidad como un efecto del
caracter horizontal de las competencias autonémicas en materia de
medio ambiente, pese a las sorpresas que, como hemos visto, produ-
ce en algun autor.

La tnica voz discrepante en esta cuestion, en estrictos términos
juridicos y no simplemente valorativos, parece ser la de BERMUDEZ
SANCHEZ, quien sostiene que la evaluacién ambiental de las obras pu-
blicas debe formar parte de las competencias correspondientes a las
mismas obras publicas. No obstante, el autor cree verse obligado a
constatar que en la literalidad de la legislacion basica de evaluacién
de impacto ambiental se permite la determinacién por las Comuni-
dades Auténomas de los proyectos sujetos a evaluacién con efecto
vinculante para el Estado (14).

No ha de ser, sin embargo, necesariamente asi, pues el articulo
1.2 LEIA (2001) permite otro entendimiento de la competencia auto-
némica, como acabamos de ver, ajustandose entonces al marco cons-
titucional de distribucién de competencias. La interpretaciéon confor-
me a la Constitucién consiste, en definitiva, en entender que las
Comunidades Auténomas tnicamente pueden exigir evaluacién de
impacto ambiental, en todo caso o por umbrales, para los proyectos
correspondientes a las materias de su competencia. Tal criterio deja
definitivamente fuera de la competencia autonémica la sujeciéon a
evaluacién de impacto ambiental de proyectos reservados a la com-
petencia del Estado.

La misma interpretacién conforme a la Constituciéon debe pro-
moverse del articulo 5.1 LEIA, cuando constituye al Ministerio de
Medio Ambiente como 6rgano ambiental de los proyectos estatales

(13) Antonio EMBID IrUJO, «El papel del Estado en el medio ambiente, ¢vigilante o
gestor?», en El Derecho Administrativo en el umbral del siglo xx1. Homenaje al Profesor Dr. D.
Ramoén MARTIN MATEO, Valencia, Ed. Tirant lo Blanch, 2000, tomo III, pags. 3480.

(14) Javier BERMUDEZ SANCHEZ, Obra ptiblica y medio ambiente. El Estado y la Admi-
nistracion ante el territorio, Madrid, Pons, 2002, pags. 180-183.
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«a efectos de lo establecido en este Real Decreto Legislativo y, en su
caso, en la legislacion de las Comunidades Auténomas». Debiera en-
tenderse que en el precepto no se reconoce una competencia autoné-
mica general para determinar los proyectos estatales sujetos a eva-
luacién de impacto ambiental, sino Gnicamente «en su caso», esto
es, cuando la Comunidad Auténoma disponga de competencias ma-
teriales, tal y como hemos interpretado que se ha establecido antes
en el articulo 1.2 LEIA.

Por fin, cabe destacar que la misma linea interpretativa ha de
mantenerse para el tltimo precepto relativo a la sujeciéon de proyec-
tos estatales a evaluaciéon de impacto ambiental que se podria identi-
ficar en la legislacion basica. Se trata de la disp. adic. 3., introduci-
da en la LEIA por el RD-Ley 9/2000, cuya vigencia, ademas, resulta
problematica (15). La norma permitia al Estado aprobar por via re-
glamentaria un procedimiento abreviado para la evaluacién de los
proyectos de competencia estatal no sujetos a evaluaciéon de impacto
ambiental conforme a la propia LEIA y que, «sin embargo, deban so-
meterse a la misma por indicarlo la legislaciéon de la Comunidad Au-
ténoma en donde deban ejecutarse». Aplicando el principio de inter-
pretacién conforme a la Constitucion, habra de entenderse, asi, que
la legislacién basica s6lo permite a las Comunidades Auténomas es-
tablecer supuestos de sujecién de proyectos estatales a evaluacion de
impacto ambiental, distintos de los derivados del juego de los anexos
de la LEIA, cuando aquéllos se desenvuelvan en el ambito de las
competencias materiales de las Comunidades Auténomas (16). En
un epigrafe posterior —4— estudiaremos el régimen de la evaluacién

(15) La vigencia de la disp. adic. 3.* LEIA resulta, en efecto, discutible, puesto que fue
introducida por el RD-Ley 9/2000, habiendo desaparecido después, en la tramitacién parla-
mentaria del mismo RD-Ley como proyecto de ley (conforme a la posibilidad que brinda el
art. 86.3 Constitucién), de manera que la Ley 6/2001 no recoge la norma en cuestién. Habi-
da cuenta de que, en términos constitucionales, el contenido del RD-Ley 9/2000 consistia
en «disposiciones legislativas provisionales» (art. 86.1 Constitucién) y que ese mismo con-
tenido fue tramitado como proyecto de ley (art. 86.3 Constitucién), transformandose, asi,
en la Ley 6/2001, pareceria l6gico concluir que esta Ley produjo la derogacion implicita del
RDLey 9/2000, incluida la disp. adic. 3.* que éste introdujo en la LEIA. No obstante, las co-
lecciones legislativas al uso siguen dando como vigente la disp. adic. 3. LEIA, en la redac-
cién establecida por el RD-Ley 9/2000.

(16) Debe admitirse, sin embargo, que muy probablemente el legislador basico consi-
deraba adecuado reconocer amplias competencias autonémicas para sujetar a evaluacién
de impacto ambiental proyectos estatales. Cabe recordar en tal sentido que la desaparicién
de la disp. adic. 3.* del proyecto de Ley 6/2001 fue debida a la aceptacién de una enmienda
del Grupo Catalan del Congreso de los Diputados, que iba atin mas lejos que la redaccion
del RD-Ley 9/2000, pues consideraba perteneciente a la competencia autonémica incluso la
aprobacién de un procedimiento abreviado como el que postulaba la norma (enmienda
num. 49, <BOCD», serie A, nim. 19-5, de 30 noviembre 2000). No obstante, como es sobra-
damente conocido, la voluntas legislatoris no puede prevalecer frente a la interpretacién
objetiva de la voluntas legis, y menos cuando ésta se adapta al principio de interpretacion
conforme a la Constitucién del resto del ordenamiento juridico.
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de impacto ambiental en los espacios naturales protegidos, que es
uno de los supuestos que cabria incluir en el &mbito de las indicadas
competencias materiales de las Comunidades Auténomas.

3. COMPETENCIA PARA LA DECLARACION DE IMPACTO AMBIENTAL
DE PROYECTOS ESTATALES

La legislacion autonémica no se ha limitado a establecer nuevos
casos de sujecién de proyectos, incluidos los de competencia mate-
rial del Estado, a evaluacion de impacto ambiental. También ha pre-
tendido atribuir a érganos autonémicos el cumplimiento de la obli-
gacién evaluatoria en los proyectos estatales. Se trata de una
posibilidad frontalmente rechazada por la legislaciéon basica y la ju-
risprudencia constitucional, aunque la normativa autonémica no ha
dejado de buscar técnicas para excusar la aplicacion de las reglas ba-
sicas. Analizaremos criticamente, a continuacién, las diversas vias
que se han seguido en la normativa adicional de las Comunidades
Auténomas para sujetar proyectos estatales a evaluacién autonémi-
ca. Tales vias de identificacién de una autoridad autonémica como
o6rgano ambiental se han intentado aplicar a todos los proyectos es-
tatales sujetos a evaluacion de impacto ambiental (A), a los proyec-
tos estatales sujetos a evaluacién por la normativa adicional autoné-
mica (B) y a los proyectos estatales sujetos por la normativa
adicional autonémica a nuevos procedimientos evaluatorios de im-
pacto ambiental (C).

A) Determinacion del érgano ambiental en los proyectos estatales

En la legislacién autonémica es habitual ver reflejada la preten-
sién de que las propias Comunidades Auténomas lleven a cabo la
evaluacion de impacto ambiental de proyectos estatales. Tal efecto
parece pretenderse implicitamente cuando se atribuye la considera-
cion de 6rgano ambiental, para todo proyecto que se realice en el te-
rritorio de la Comunidad Auténoma, a un érgano autonémico. Da la
impresién de que la consecuencia buscada es que el 6rgano ambien-
tal autonémico resulte siempre competente para la declaracién de
impacto ambiental, incluso tratandose de proyectos atribuidos a la
competencia de otras Administraciones o del mismo Estado. Por
afiadidura, la legislacién autonémica en cuestién parece completar
el proceso de apoderamiento competencial de la técnica evaluatoria,
atribuyendo al Gobierno de la Comunidad Auténoma la resolucién

28



EVALUACION DE IMPACTO AMBIENTAL DE PROYECTOS DEL ESTADO

de discrepancias del 6rgano autonémico ambiental con el 6rgano
sustantivo, esto es, por lo que aqui interesa, con el 6rgano estatal
competente por razén de la materia del proyecto (17).

En relaciéon con las anteriores pretensiones, ninguna duda cabe
de su rechazo en la legislacién bésica. En la literalidad del articulo
5.1 LEIA (2001), la cualidad de 6rgano ambiental de los proyectos
estatales sujetos a evaluacién de impacto ambiental corresponde
siempre al Ministerio de Medio Ambiente, tanto si la sujecion deriva
de la propia legislacion basica como si se contuviera en la normativa
autonémica:

«A efectos de lo establecido en este Real Decreto Le-
gislativo y, en su caso, en la legislacién de las Comuni-
dades Auténomas, el Ministerio de Medio Ambiente
serd organo ambiental en relaciéon con los proyectos
que deban ser autorizados o aprobados por la Adminis-
tracién General del Estado.»

Ese planteamiento de la legislacion basica habia merecido antici-
padamente el beneplacito del TC, al resolver sobre la pretension de
alguna Comunidad Auténoma de asumir la competencia para la eva-
luacién (y declaraciéon) de impacto ambiental de los proyectos de
competencia estatal desarrollados en su territorio. La aprobacion del
REIA (1988) determind, en efecto, el planteamiento de un conflicto
positivo de competencias por el Gobierno vasco, resuelto a favor del
Estado por la STC 13/1998.

El Gobierno vasco sostenia que la evaluacién ambiental de los
proyectos localizados en su territorio debia corresponder siempre a
la propia Administracién autonémica, aunque se tratara de proyec-
tos atribuidos materialmente a la competencia del Estado. Entendia
la Comunidad Auténoma que la técnica de evaluaciéon de impacto
ambiental debia considerarse como ejecucién de la legislacion en
materia de medio ambiente, supuesto correspondiente a la propia
competencia —art. 11.1.a) Estatuto vasco—, dado que al Estado tni-
camente se reservaba la legislacién basica (art. 149.1.23.* Constitu-
cién).

El TC (en ponencia de su Presidente, RODRIGUEZ BEREIIO) estimd,
en cambio, que el conflicto no podia ser resuelto atendiendo exclusi-
vamente al reparto competencial sobre el medio ambiente, dado que
la evaluacién de impacto ambiental «es una técnica transversal, que

(17) Articulo 28 Ley de Asturias 1/1987, articulo 5 Ley de Valencia 2/1989, articulos 2

y 28 Decreto de Cantabria 50/1991, articulo 19 Ley de Andalucia 7/1994, articulo 11 Ley de
Galicia 1/1995, articulo 18 Ley de Murcia 1/1995 y articulo 44 Ley del Pais Vasco 3/1998.
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condiciona (ahora o en el préximo futuro) la practica totalidad de la
actuacion estatal que se materializa fisicamente»; por consiguiente,
«la evaluacién de impacto ambiental no puede caracterizarse como
ejecucion o gestion en materia de medio ambiente» (FJ 7.°). Estable-
cida esa premisa argumental, el TC afirmaba que «la Administracién
estatal ejerce sus propias competencias sustantivas sobre la obra, la
instalacién o la actividad proyectada, aun cuando preceptivamente
deba considerar su impacto medioambiental»; y ello es asi porque
«no esta ejecutando la legislacién bésica del medio ambiente», legis-
lacién basica que «se agota en aprobar la norma que obliga a todas
las Administraciones publicas a que, cuando acttan en el ejercicio
de cualesquiera de sus competencias, ponderen y evalten las reper-
cusiones sobre el medio ambiente» (FJ 8.°) (18).

B) Evaluacion de proyectos estatales sujetos por la normativa
adicional

La penetracién autonémica en la evaluacién de impacto ambien-
tal de proyectos estatales presenta, ademas, otras variantes. Una de
ellas ha consistido en atribuir competencia al 6rgano ambiental au-
tonémico para la declaracién de impacto ambiental en los proyectos
que, aun correspondiendo a la competencia material del Estado, es-
tén sujetos a evaluacién por decision exclusiva del legislador autoné-

(18) El razonamiento de la STC 13/1998 no deja de manifestar puntos vulnerables,
pues supone afirmar que la evaluaciéon de impacto ambiental no es ejecucién de la norma
basica que impone su empleo. De acuerdo con la explicacién del TC, el Estado, por virtud
de su competencia sobre la legislacién basica de medio ambiente, establece la obligacién
de evaluar el impacto ambiental en una serie de proyectos o actividades que corresponden
a la competencia material del propio Estado o de las Comunidades Auténomas, segin los
casos. La secuencia entre norma basica estatal y ejecuciéon autonémica queda asi rota, pese
a los esfuerzos del TC por encontrar alguna participaciéon de la Comunidad Auténoma en
relacion con los proyectos cuya evaluacién de impacto ambiental corresponda al Estado.
El voto particular de GARCiA MANZANO y cuatro magistrados mas a la STC 13/1998 aprove-
cha habilmente esta incongruencia argumental para concluir que, si la evaluacién de im-
pacto ambiental es una técnica de tutela ambiental, «una correcta inteligencia de la distri-
bucién competencial en la materia controvertida» debia conducir a que «las competencias
ejecutivas que hayan de ejercerse en aplicacion de la norma basica reguladora de la evalua-
cién de impacto ambiental han de corresponder, como regla, a las Comunidades Auténo-
mas».

Tal y como ya se ha desarrollado en el anterior epigrafe, una opcién argumental que
evitaria esas inconsecuencias, fortaleciendo la doctrina de la STC 13/1998, podria ser el
considerar la evaluacién de impacto ambiental como técnica incluida a la vez en las com-
petencias sobre medio ambiente y sobre procedimiento administrativo. De esa manera, se
justificaria la competencia del Estado, bajo la 6ptica de la legislacién basica ambiental
(art. 149.1.23.* Constitucién) y del procedimiento administrativo comuan (art. 149.1.18.2
Constitucién). Al propio tiempo, las Comunidades Auténomas, al tener limitadas las com-
petencias en materia de procedimiento administrativo a las especialidades de su propia or-
ganizacién, no podrian pretender la evaluacién de los proyectos estatales.
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mico. Parece, asi, entenderse que la consideracién como 6rgano am-
biental del Ministerio de Medio Ambiente se circunscribiria en la le-
gislacion basica a los proyectos estatales sujetos a evaluacién de im-
pacto ambiental por la propia legislacién basica, y no por la sola
prevision de la normativa adicional de proteccién ambiental de la
Comunidad Auténoma (19).

Sin embargo, dificilmente se puede entender en tal sentido la le-
gislacion basica. Por una parte, como hemos visto, la interpretacién
de la misma conforme a la Constituciéon nos lleva a rechazar la suje-
cién a evaluacion de proyectos estatales por exclusiva decision del le-
gislador autonémico, salvo que estuviera amparada en una especifi-
ca competencia material de la Comunidad Auténoma. Por otra parte,
en cualquier caso, la legislacién basica impone la necesaria conside-
racién del Ministerio de Medio Ambiente como 6érgano ambiental,
sin que exista, por anadidura, ninguna razén para excluir el supues-
to del ambito de aplicaciéon de la STC 13/1998, cuya doctrina siem-
pre otorga al Estado la competencia para evaluar el impacto ambien-
tal de sus propios proyectos, segin acabamos de ver.

C) Evaluacion de proyectos estatales sujetos a nuevos
procedimientos de evaluacién por la normativa adicional

Otra via de penetracién autonémica en la evaluacién de los pro-
yectos estatales parece consistir sencillamente en la regulacién de
nuevas modalidades o procedimientos de evaluaciéon. De esta mane-
ra, en vez de adicionar proyectos a los listados de la legislaciéon basi-
ca de evaluacién de impacto ambiental, se establecen, normalmente
con caracter complementario, otras categorias evaluatorias con sus
propias listas de proyectos sujetos (20).

Tampoco la anterior modalidad parece admisible, de conformi-
dad con la doctrina de la STC 90/2000, que rechazé el recurso de in-
constitucionalidad contra el establecimiento de diversas modalida-
des de evaluacién de impacto ambiental en la Ley de Canarias
11/1990. El TC procedi6 a analizar y comparar los contenidos de las

(19) Articulo 20 Ley de Canarias 11/1990 y articulo 4 Ley de Castilla-La Mancha
5/1999.

(20) Asi, se establecen modalidades de «evaluaciéon» y «estimacién» de impacto am-
biental (Ley de Valencia 2/1989); evaluacién «de impacto ambiental» y «del impacto ecol6-
gico», con subcategorias de evaluaciéon «basica» y «detallada» (Ley de Canarias 11/1990);
estudio de impacto ambiental «detallado» y «simplificado» (Decreto de Extremadura
45/1991); regimenes de evaluacién «general» y «simplificado» (Ley de Castilla-La Mancha
5/1999), o evaluacién «ordinaria» y «simplificada» (TR de Castilla y Le6n 1/2000).
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diferentes figuras entre las que advertia una esencial coincidencia, lo
que le permiti6 rechazar la infraccién de la legislacién basica:

«En suma, si la Ley 11/1990 ha diversificado en tres
niveles de evaluacién un elemento de la proteccién me-
dioambiental que en la legislacién bésica del Estado se
presenta con caracter unitario, cabe estimar que tal de-
sarrollo normativo, justificado a juicio del legislador
canario tanto por la fragilidad ecolégica peculiar del
archipiélago como por la considerable incidencia que
pueden tener pequerfios proyectos, es respetuoso con
aquella legislacion basica.»

Pues bien, a la vista de esa doctrina constitucional, cabe deducir
que si el examen de similitud esencial ha servido al TC para excluir
la infraccién de la legislacién bésica por la normativa autonémica,
de la misma manera habra que llegar a la conclusién de que los pro-
cedimientos establecidos en la legislacién autonémica que presenten
esa similitud con la evaluaciéon de impacto ambiental estaran someti-
dos a la legislacion bésica. En definitiva, en todas las modalidades de
evaluacién de impacto ambiental sera aplicable la regla basica (art.
5.1 LEIA, 2001) que atribuye al Ministerio de Medio Ambiente la
consideracién de 6rgano ambiental en la evaluacién de los proyectos
estatales.

4. REGIMEN DE LA EVALUACION DE IMPACTO AMBIENTAL DE PROYECTOS ES-
TATALES EN ESPACIOS NATURALES PROTEGIDOS

El régimen expuesto de la evaluacién de impacto ambiental no expe-
rimenta variaciones al aplicarse en espacios naturales protegidos (21).

(21) Considero espacios naturales protegidos los ambitos territoriales objeto de medi-
das especiales de proteccion por parte de las organizaciones ambientales. Incluyo, por tan-
to, en esa denominacion:

a) Los parques nacionales y demas figuras de proteccion reguladas en la legislacion
que suele emplear la especifica denominacién de espacios naturales protegidos (LCEN,
aprobada por Ley 4/1989 y modificada por Leyes 40 y 41/1997, y legislacién autonémica).

b) Las zonas periféricas de proteccién de espacios naturales protegidos, «destinadas a
evitar impactos ecolégicos o paisajisticos procedentes del exterior» (art. 18.1 LCEN).

c¢) Los ambitos territoriales de los planes de ordenacién de los recursos naturales, que
deben incluir «las limitaciones generales y especificas que respecto de los usos y activida-
des hayan de establecerse en funcién de la conservacién de los espacios y especies a prote-
ger, con especificacion de las distintas zonas en su caso» —art. 4.4.c) LCEN—.

d) Los humedales protegidos conforme a lo dispuesto en el Convenio de Ramsar
(1971).
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Asi lo vamos a comprobar en el Derecho positivo, donde el procedi-
miento de evaluacién de impacto ambiental de los proyectos estata-
les que se desarrollen en espacios naturales protegidos se vincula
precisamente a la autorizacion sustantiva estatal de tales proyectos
(A). Sin embargo, el régimen de las actividades en los espacios natu-
rales protegidos se complica, al incidir en ellos la potestad autoriza-
toria ambiental de las Comunidades Auténomas. Debemos, en con-
secuencia, distinguir la autorizacién ambiental autonémica de la
autorizacién sustantiva estatal sujeta a evaluacién de impacto am-
biental (B). Ambas autorizaciones pueden expresar visiones legiti-
mas vy licitas de la proteccién ambiental, lo que se plantea como es-
pecialmente problematico cuando contengan soluciones opuestas no
susceptibles de converger. En tal sentido, la solucién puede venir
proporcionada por el principio constitucional de prevalencia del De-
recho estatal (C).

A)  Vinculacion del procedimiento de evaluacion a la autorizacion
sustantiva estatal

En la legislacion basica existen tres conjuntos de supuestos de
exigencia de evaluacién de impacto ambiental en relacién con espa-
cios naturales protegidos: en el anexo I LEIA, en el anexo II LEIA y
en el articulo 6 RD 1997/1995. En realidad, puede sostenerse que to-
dos los casos de la legislacién bésica se reconducen al articulo 6.3
RD 1997/1995, que somete a evaluaciéon cualquier plan o proyecto
que pueda afectar de forma apreciable a las zonas especiales de con-
servacion. Ello es debido a que los listados de los anexos Iy IT LEIA,
cualquiera que sea su entendimiento, no resultan de alcance tan ge-
neral como el citado precepto del RD 1997/1995 y aunque literal-
mente se refieren a proyectos desarrollados en mas lugares (hume-
dales del Convenio de Ramsar y zonas de especial proteccion de aves
de la Directiva 79/409/CEE, junto a las zonas especiales de conserva-
cién de la Directiva 92/43/CEE), en la practica la categoria de las zo-
nas especiales de conservacion, esto es, la regulada en el RD
1997/1995, ha terminado o va a terminar por comprender también
los espacios de las otras categorias (22).

e) Las zonas especiales de conservacién (Directiva 92/43/CEE y RD 1997/1995), en las
que cabe ya incluir las zonas especiales de proteccién de aves (Directiva 79/409/CEE y
art. 3.2 RD 1997/1995).

(22) En la lista del anexo I LEIA, relativa a proyectos directamente sometidos a eva-

luacién de impacto ambiental (art. 1.1 LEIA), figuran proyectos sujetos tinicamente por de-
sarrollarse en zonas especiales de conservacién. La relacién mas general de tales proyectos
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La interpretacion del articulo 6.3 RD 1997/1995 plantea dificulta-
des, al igual que el articulo 6.3 de la Directiva 92/43/CEE, norma que
fue incorporada practicamente de forma literal al Derecho espariol.
El precepto contiene medidas de conservacién aplicables a las zonas
especiales de conservacion desde que figuran en la lista de lugares de
importancia comunitaria, que corresponde aprobar a la Comisién
Europea:

«Cualquier plan o proyecto que, sin tener relacion
directa con la gestion del lugar o sin ser necesario para
la misma, pueda afectar de forma apreciable a los cita-
dos lugares, ya sea individualmente o en combinacién
con otros planes o proyectos, se sometera a una ade-
cuada evaluacion de sus repercusiones en el lugar, que
se realizara de acuerdo con las normas que sean de
aplicacién, de acuerdo con lo establecido en la legisla-
cién basica estatal y en las normas adicionales de pro-
teccién dictadas por las Comunidades Auténomas, te-
niendo en cuenta los objetivos de conservacién de
dicho lugar. A la vista de las conclusiones de la evalua-
cién de las repercusiones en el lugar y supeditado a lo
dispuesto en el apartado 4 de este articulo, las Comuni-
dades Auténomas correspondientes s6lo manifestaran
su conformidad con dicho plan o proyecto tras haberse
asegurado de que no causara perjuicio a la integridad
del lugar en cuestién vy, si procede, tras haberlo someti-
do a informacién publica.»

GARciAa URETA llevé a cabo un completo analisis del precepto, con
referencia al texto de la Directiva que, como ya se ha indicado, coin-

se encuentra en las letras b) y ¢) del anexo 1.9 LEIA. A esos supuestos hay que anadir las
explotaciones mineras (anexo 1.2.a.8.* LEIA) y los dragados fluviales cuando el volumen ex-
traido sea superior a 20.000 metros cubicos por afno (anexo 1.2.c.1.° LEIA).

En la lista del anexo II LEIA, como ya nos consta, se menciona una serie amplisima de
proyectos cuyo sometimiento a evaluacién de impacto ambiental depende bien de la deci-
sién caso por caso del correspondiente 6érgano ambiental, bien del establecimiento en la
normativa autonémica del sometimiento de esos proyectos a evaluacién, en todo caso o
por umbrales (art. 1.2 LEIA). Entre los supuestos de ese anexo II se incluye «cualquier
cambio o ampliacién de los proyectos que figuran en los anexos I y 11, ya autorizados, eje-
cutados o en proceso de ejecucion... cuando produzca... afeccién a areas de especial pro-
teccion designadas en aplicacion de las Directivas 79/409/CEE y 92/43/CEE, o a humedales
incluidos en la lista del Convenio de Ramsar» (anexo 11.9.k.5.* LEIA). Los criterios a obser-
var para decidir la sujecion, caso por caso o por umbrales, figuran en el anexo III LEIA, in-
cluyéndose entre los relacionados con la ubicacién de los proyectos todo tipo de espacios
naturales protegidos: «areas clasificadas o protegidas por la legislacién del Estado o de las
Comunidades Auténomas; areas de especial protecciéon designadas en aplicacién de las Di-
rectivas 79/409/CEE y 92/43/CEE» (anexo I11.2.c.5.* LEIA).
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cide con el del RD 1997/1995. Entre los aspectos positivos de la regu-
lacién, en comparacioén con la contenida en la LEIA, destacaba el au-
tor que la norma somete a evaluacién no sélo proyectos, sino tam-
bién planes e incluso, en el preambulo de la Directiva 92/43/CEE,
llegan a mencionarse los programas, de manera que se amplia consi-
derablemente el d&mbito de sujecién a evaluacién. Subrayaba tam-
bién el autor que los planes y programas sujetos a evaluacién no se
limitan a una lista ni tienen que referirse exclusivamente al lugar
afectado, pudiendo someterse a evaluacién incluso el resultado con-
junto de varios planes o proyectos. Junto a esos aspectos positivos,
senalaba el autor los problemas derivados de la indeterminacién del
régimen de la evaluaciéon de impacto ambiental aplicable (23).
Efectivamente, la referencia a la «adecuada evaluacién de sus re-
percusiones» produce cierta perplejidad, maxime cuando puede
constatarse, como hace el autor citado, que la propuesta de Directiva
92/43/CEE remitia al procedimiento de evaluacién de impacto am-
biental regulado en la Directiva 85/337/CEE. A la vista de ello, no
cabe sino llegar a la conclusién de que los Estados miembros de la
UE son libres para elegir el procedimiento evaluatorio de planes y
proyectos en zonas especiales de conservacion. Esa libertad en Espa-
fia se ha ejercido mediante la incorporacién de la Directiva
92/43/CEE por el RD 1997/1995, donde se resuelve el problema pre-
cisando que la evaluaciéon en cuestiéon, como acabamos de ver en la
transcripcién de la norma, «se realizara de acuerdo con las normas
que sean de aplicacién, de acuerdo con lo establecido en la legisla-
cién basica estatal y en las normas adicionales de proteccion dicta-
das por las Comunidades Auténomas». A la vista de tal previsién de
nuestra legislacion basica, parece que la «adecuada evaluacién» de
los planes y proyectos que puedan afectar de forma apreciable a las
zonas especiales de conservaciéon ha de someterse al régimen de la
evaluacién de impacto ambiental cuya legislacién basica se contiene
en la LEIA (1986-2001) (24). No existe otro régimen evaluatorio en la
legislacién basica y, ademas, conforme a la doctrina de la STC
90/2000, antes expuesta, ese régimen basico de la evaluaciéon de im-

(23) Agustin GARcia URETA, Proteccion de hdbitats y de especies de flora y fauna en Dere-
cho Comunitario Europeo. Directivas 79/409 y 92/43, Bilbao, IVAP, 1997, pags. 278-283.

(24) Coincido aqui con las opiniones de Adolfo JIMENEZ JAEN, El régimen juridico de
los espacios naturales protegidos, Madrid, McGraw-Hill, 2000, pag. 95, y de Ifnigo Lazcano
BROTONS, «Espacios naturales protegidos», en Ifiaki LASAGABASTER (dir.), Derecho Ambien-
tal, Onati, IVAP, 2001, pags. 583-584. En cambio, GARciA URETA, Espacios naturales protegi-
dos. Cuestiones juridicas en la Ley 4/1989, de 27 de marzo, Onati, IVAP, 1999, pag. 547, se li-
mita a sostener la aplicabilidad de la normativa general de evaluaciéon de impacto
ambiental a los proyectos sujetos conforme a esa normativa (anexos I y II LEIA), dejando
sin resolver el problema del régimen juridico aplicable a la «evaluacién adecuada» de los
restantes planes y proyectos que afecten a zonas especiales de conservacion.
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pacto ambiental es aplicable a las modalidades evaluatorias que con
otras denominaciones han establecido algunas Comunidades Auté-
nomas.

En definitiva, en relacion con los proyectos o planes estatales que
afecten a zonas especiales de conservacién, la aplicacion del comple-
to sistema de evaluaciéon de impacto ambiental establecido en la le-
gislacion basica significa, de conformidad con lo que hemos analiza-
do anteriormente, que la evaluacién se vinculara al procedimiento de
la autorizacién o aprobacién sustantiva del proyecto (art. 3.1 LEIA).
La posicién de 6rgano ambiental corresponderd, asi, al Ministerio de
Medio Ambiente (art. 5.1 LEIA) (25).

A primera vista, la literalidad del articulo 6.3 RD 1997/1995 no
parece encajar, sin embargo, en el régimen béasico de evaluacion de
impacto ambiental. El precepto no sé6lo remite a una «adecuada eva-
luacién»; establece también que «a la vista de las conclusiones de la
evaluacién... las Comunidades Auténomas correspondientes sélo
manifestardn su conformidad con dicho plan o proyecto tras haberse
asegurado de que no causara perjuicio a la integridad del lugar en
cuestion y, si procede, tras haberlo sometido a informacién publica».
La redaccion de la norma parece, pues, dar por descontado que la
autorizacion y evaluacién del proyecto seran siempre competencia
de la Comunidad Auténoma, lo que, como ya sabemos, no se corres-
ponderia con el resto del Derecho positivo, tratdndose de proyectos
estatales.

En la basqueda de la armonizacién normativa, cabe considerar
que la intervencién de las Comunidades Auténomas, para manifestar
su conformidad con el plan o proyecto estatal, puede desarrollarse
dentro del procedimiento de evaluacién de impacto ambiental trami-
tado por el Ministerio de Medio Ambiente. La legislacién basica or-
dena, efectivamente, que en el procedimiento evaluatorio de los pro-
yectos estatales sea «consultado preceptivamente el o6rgano
ambiental de la Comunidad Auténoma en donde se ubique territo-
rialmente el proyecto» (art. 5.3 LEIA). Esta consulta a la Comunidad
Auténoma puede realizarse por el Ministerio de Medio Ambiente

(25) GaRrcia URETA, Espacios naturales protegidos, cit., pags. 551-553, no entiende que
el 6rgano ambiental pertenezca a la misma Administraciéon que el 6rgano sustantivo, pues
le parece que lo deseable seria la separacién entre ambos, para proporcionar mayor objeti-
vidad a la declaracién de impacto ambiental. Tal postura, como ya nos consta, es incompa-
tible con el Derecho positivo, que ubica al 6rgano sustantivo y al ambiental en la misma
Administracién Publica (arts. 3 a 5 LEIA). El autor se ratifica, no obstante, en su criterio,
manteniendo adicionalmente (pags. 553-555) que el procedimiento de evaluacién de im-
pacto ambiental debe corresponder a las competencias de gestién ambiental de las Comu-
nidades Auténomas, en contra de la doctrina de la STC 13/1998, la defensa de cuyo senti-
do, en cambio, viene siendo uno de los hilos conductores de las tesis que se defienden en
este estudio.
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acompariando el estudio de impacto ambiental, para que «a la vista
de las conclusiones de la evaluacién», como se indica en el articulo
6.3 RD 1997/1995, la Comunidad Auténoma manifieste «su confor-
midad... tras haberse asegurado de que no causara perjuicio a la in-
tegridad del lugar en cuestién» (26). En el sucesivo desarrollo de
nuestra tesis hemos de encontrar més fundamentos de esta interpre-
tacion.

B) Distincion entre la autorizacion sustantiva estatal sujeta
a evaluacion de impacto ambiental y la autorizacion ambiental
autondémica en espacios naturales protegidos

En los espacios naturales protegidos la caracterizacion de la eva-
luacién de impacto ambiental se complica, al incidir en los mismos,
junto a la autorizacién sustantiva, la potestad autorizatoria ambien-
tal. La dualidad de autorizaciones adquiere especial potencialidad
conflictiva al vincularse su ejercicio a una dualidad de poderes terri-
toriales. Conviene, asi, que estudiemos la problemética no sélo desde
la perspectiva de la integridad de las competencias materiales del Es-
tado, sino también bajo la 6ptica de las competencias ambientales de
las Comunidades Auténomas.

El primer punto de vista nos ha llevado a considerar la evalua-
cién de impacto ambiental como un procedimiento administrativo
vinculado al principio general de proteccién del medio ambiente. La
técnica evaluatoria, comprendida de esta manera, responde a la filo-
sofia de extender la tutela ambiental a todos los sectores de actua-
cién publica, haciéndoles asumir las responsabilidades correspon-
dientes, pero sin modificar las competencias materiales que la
Constitucién ha atribuido al Estado. Siguiendo esa linea argumental,
sucesivamente, hemos podido rechazar la competencia autonémica
para ampliar los supuestos de sometimiento a evaluacién de proyec-
tos estatales o para evaluar incluso esos mismos proyectos (27). El

(26) Naturalmente, al evacuar la consulta sobre los proyectos estatales la Comunidad
Auténoma no podria abrir informacién publica, entendiéndose, asi, inicamente referida a
los proyectos autonémicos la posibilidad de apertura de tal tramite prevista en el articulo
6.3 RD 1997/1995 («si procede»).

(27) La evaluacién de impacto ambiental, en definitiva, no puede ser concebida como
un elemento de ejecucién de la legislacién ambiental, incluida en tal concepto, lisa y llana-
mente, dentro de las competencias ambientales de las Comunidades Auténomas. La eva-
luacién de impacto ambiental se configura como obligacién procedimental de la Adminis-
tracién Publica titular de la competencia sustantiva. Ello es asi, segin lo anteriormente
expuesto, sea por la prevalente consideracién de las competencias materiales, conforme a
la postura examinada de la STC 13/1998, sea por el complemento adicional de la distribu-
cién de las competencias sobre procedimiento administrativo, segun la tesis aqui defendi-
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rechazo ha comprendido diferentes modalidades de penetraciéon au-
tonémica en la evaluacion de proyectos estatales, hasta llegar al caso
limite, la creacién por la normativa adicional autonémica de nuevos
procedimientos de evaluacién de proyectos estatales bajo control au-
tonémico, supuesto que también descartamos, considerandolo invia-
ble con arreglo a la jurisprudencia constitucional, que aplica el régi-
men de la evaluacién de impacto ambiental a procedimientos
similares a ésta.

Ahora bien, llegados a esta etapa del discurso, es preciso, como se
ha indicado, estudiar el problema desde el angulo de las competen-
cias ambientales de las Comunidades Auténomas. Si hemos rechaza-
do el establecimiento por éstas de nuevos procedimientos evaluato-
rios autonémicos que vincularan al Estado, ha sido porque en tal
caso se modificaria la autoridad competente para realizar el proyec-
to, convirtiéndose la evaluacién en una autorizacién. He aqui el pro-
blema ultimo que, por tanto, se nos plantea: ¢podria una Comunidad
Auténoma establecer, como norma adicional de proteccién del me-
dio ambiente, el sometimiento de los proyectos estatales a autoriza-
cién de la propia Comunidad Auténoma? Nos plantearemos el pro-
blema en general y en relacion con espacios naturales protegidos.

a) Rechazo de una competencia autonémica para la sujecion
genérica de proyectos estatales a autorizacion ambiental.

La pregunta que acaba de formularse constituye la piedra de to-
que de nuestra argumentacion. Porque si las Comunidades Auténo-
mas pudieran imponer una autorizacién ambiental al Estado, dificil-
mente cabria negar que la autorizacién cobrara la apariencia de una
evaluaciéon de impacto ambiental. Tendriamos que llegar a la solu-
cién opuesta a la mantenida en la STC 13/1998, conforme se sostuvo
en el voto particular disidente, configurando el desarrollo y aplica-
cién de la evaluacion de impacto ambiental como competencia auto-
némica. Por tal camino, no cabe duda de que los listados autonémi-
cos de sujeciéon a evaluaciéon de impacto ambiental se sujetarian a
constantes ampliaciones, hasta comprender supuestos que, por aho-
ra, resultan inconcebibles.

Dos argumentos, sin embargo, pudieran servir para excluir tanto

da, que no pretende sustituir, sino apoyar y completar la postura del TC. La consecuencia,
en todo caso, estriba en el reconocimiento general de que las competencias materiales del
Estado que impliquen tareas ejecutivas comprenden las competencias para establecer la
exigencia de evaluacién de impacto ambiental y para realizar la declaracién de impacto
ambiental.
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la indicada competencia autonémica como los peligros derivados de
su ejercicio. El primero se refiere a la opcién de la legislacién bésica
por el procedimiento evaluatorio, frente al autorizatorio; el segundo,
a los limites del concepto constitucional de medio ambiente. Desa-
rrollémoslos.

1.°) La legislacion bésica, de conformidad con el Derecho deri-
vado de la Comunidad Europea, ha optado por establecer el procedi-
miento de evaluacién de impacto ambiental como medio general de
garantizar la presencia del interés ambiental en la toma de decisio-
nes publicas. Ciertamente, el procedimiento de evaluacién se vincula
a un procedimiento autorizatorio que, en los términos de la normati-
va comunitaria europea, tanto pudiera corresponder a un érgano
ambiental como a un 6rgano sustantivo (art. 2 Directiva 85/337/
CEE). Sin embargo, esta claro que el legislador basico estatal ha to-
mado la decisién de respetar los procedimientos sectoriales de auto-
rizacién o aprobacién de los proyectos (art. 3.1 LEIA, 1986-2001). De
ahi el establecimiento de una fase de posibles discrepancias entre los
o6rganos ambiental y sustantivo del mismo poder territorial, cuya
resolucién dltima, si no se llega a un acuerdo entre ambos érganos,
se confia nada menos que al Gobierno, estatal o autonémico, segin
a quien corresponda la competencia material en ejercicio (art. 4
LEIA) (28).

Pues bien, esa opcién, como hemos destacado ya, responde al cri-
terio de implicar a los sectores materiales de actuacion, responsabili-
zandolos en el respeto del medio ambiente. Se pretende que en la
misma gestacién de los proyectos el interés ambiental esté presente,
de manera que los empresarios admitan entre sus costes de produc-
cién los atribuibles al uso de los elementos ambientales, los profesio-
nales se encuentren preparados para comprender y valorar la varian-
te ambiental en la elaboracién de los proyectos, los funcionarios
incluyan con normalidad en los presupuestos de los proyectos el ma-
yor coste derivado de su consideraciéon ambiental y los responsables
de las decisiones publicas estimen que el componente ambiental
debe estar presente en la adopcién de las mismas. Estamos dentro

(28) Obsérvese que la solucién de la legislacion basica se encuentra en la linea de la
filosofia tempranamente hecha valer por la STC 64/1982, que, al referirse al sentido del
principio constitucional de proteccién del medio ambiente (art. 45 Constitucién), constata-
ba la existencia paralela de un deber constitucional de atender al desarrollo de todos los
sectores econémicos (art. 130 Constitucién). El examen de esos contenidos constituciona-
les llevaba al TC a afirmar «la necesidad de compaginar en la forma que en cada caso deci-
da el legislador competente la protecciéon de ambos bienes constitucionales: el medio am-
biente y el desarrollo econémico». Esto es lo que llamamos sintéticamente el desarrollo
sostenible.
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del principio general de proteccién del medio ambiente, vinculante
para todos los poderes y 6rganos publicos, no en el dominio de un
determinado sector u organizacién administrativa sobre los demas.

En ese contexto, debe concluirse, en definitiva, que el estableci-
miento de una autorizacién ambiental genérica, por parte de las Co-
munidades Auténomas, conlleva la anulacién practica de la técnica y
de los efectos de la evaluacion de impacto ambiental establecidos en
la legislacion basica.

2.°)  Los limites del concepto constitucional de medio ambiente,
en lo referido al reparto constitucional de competencias, también
pueden servir para excluir la constitucionalidad del establecimiento
de una autorizacién ambiental general por las Comunidades Auténo-
mas. Recordemos, primero, la doctrina constitucional, para tratar,
después, de aplicarla a nuestro problema.

Como es sabido, fue mérito, sobradamente reconocido en la doc-
trina, de la STC 102/1995 (recurso contra la Ley de Conservacion de
Espacios Naturales) haber deslindado con claridad las dos vertientes
del medio ambiente en nuestra Constituciéon, como ambito general
de proteccién y como titulo competencial. En el primer sentido, el
medio ambiente se identifica con el conjunto de los recursos natura-
les, no «la mera suma o yuxtaposicién de los recursos naturales y su
base fisica», sino mas bien «el entramado complejo de las relaciones
de todos esos elementos que, por si mismos, tienen existencia propia
y anterior, pero cuya interconexion les dota de un significado tras-
cendente». En cambio, en el segundo sentido, al advertirse la inci-
dencia transversal de la protecciéon del medio ambiente sobre otros
titulos competenciales, es preciso limitar la vis expansiva del medio
ambiente, «ya que en esta materia no se encuadra cualquier tipo de
actividad relativa a esos recursos naturales, sino sélo la que directa-
mente tienda a su preservacion, conservacion y mejora».

Aplicando estos planteamientos a la autorizacién ambiental auto-
némica que estamos imaginando, podemos deducir que su ambito
habria de estar limitado a la directa proteccién de los recursos natu-
rales. Esto es, la autorizacion sélo resultaria licita dentro de la estric-
ta politica ambiental de cada Comunidad Auténoma, como un ele-
mento de ejecucién de la normativa de tutela de los recursos y
espacios naturales (29).

(29) La determinacién del ambito de la politica ambiental es un problema que suele
plantearse en relacion, frecuentemente conflictiva, con los distintos sectores de interven-
cién afectados: urbanismo, agricultura, caza, pesca, aguas y obras hidraulicas, montes, etc.
Es preciso deslindar los sectores que presentan cuestiones ambientales de las cuestiones
ambientales que quieren destacarse especificamente para formar el propio sector ambien-
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b) Admision de la competencia autondmica de sujecion
de proyectos estatales a autorizacion ambiental
en espacios naturales protegidos

En este epigrafe vamos a estudiar la sujecién de proyectos estatales
a la potestad autorizatoria ambiental de las Comunidades Auténomas
en los espacios naturales protegidos. Bajo la perspectiva de la distribu-
cién de competencias, no existen dudas sobre la inclusion de los indi-
cados espacios entre las competencias de ejecucién que, en materia de
medio ambiente, corresponden a las Comunidades Auténomas (30).
Comprobaremos que esas competencias autonémicas para la protec-
cién de ciertos lugares comprenden en la legislacion vigente las com-
petencias relativas a la autorizaciéon ambiental de los proyectos estata-
les que se desarrollen en los mismos. Sin embargo, como ya hemos
visto, de ahi no deriva la supresiéon de la evaluacién de impacto am-
biental de los proyectos estatales por parte del mismo Estado. En defi-
nitiva, segin expondremos en el epigrafe siguiente, se configura un su-
puesto de concurrencia competencial perfecta, al poder enfrentarse las
soluciones dadas a un mismo proyecto por la Comunidad Auténoma,
que resuelve sobre la autorizacién ambiental, y por el Estado, que de-
cide sobre la autorizacion sustantiva, previo el correspondiente proce-
dimiento de evaluacion de impacto ambiental cuando procediere.

tal. De nuevo, la distincién entre objetivo general del ordenamiento y especifica politica
publica es la que, con respecto al medio ambiente, parece permitirnos llegar a adecuadas
convenciones conceptuales para solucionar los indicados problemas de delimitacién de ob-
jetos y de contenidos. La proteccién del medio ambiente es, por una parte, un objetivo ge-
neral del ordenamiento, que debe acogerse por todas las politicas publicas, de educacién,
sanidad, vivienda, urbanismo, agricultura, industria, mineria, pesca, etc. Pero, al mismo
tiempo, la proteccién del medio ambiente se construye como una especifica politica publi-
ca, mediante la detraccién de ambitos de intervencién que anteriormente eran asumidos
por otras politicas publicas y, también, mediante la configuracién de nuevos ambitos y téc-
nicas de intervencién ambientales.

(30) La doctrina de la STC 102/1995 (recurso contra la Ley de Conservacion de Espa-
cios Naturales) supuso la definitiva configuraciéon de un ambito de competencias material-
mente compartidas, entre el Estado y las Comunidades Auténomas, en materia de espacios
naturales protegidos. En efecto, una vez que se produjo la igualacién competencial de las
Comunidades Auténomas en esta materia (Ley Orgéanica 9/1992), al atribuirse a todas ellas
competencias sobre «normas adicionales de proteccién del medio ambiente», el TC ha po-
dido declarar que la competencia exclusiva del Estado en la gestién de los parques nacio-
nales «desconoce paladinamente la competencia de las Comunidades Auténomas para eje-
cutar lo legislado sobre proteccién del medio ambiente». En 1997, la LCEN hubo de ser
modificada al objeto de adaptar su contenido a las exigencias del indicado sistema de dis-
tribucién de competencias entre el Estado y las Comunidades Auténomas.

Las Comunidades Auténomas, junto a masivas declaraciones de espacios naturales pro-
tegidos, han aprobado leyes para vertebrar sus politicas conservacionistas: Cataluna (Ley
12/1985), Andalucia (Ley 2/1989), Baleares (Ley 1/1991), Asturias (Ley 5/1991), Castilla y
Leon (Ley 8/1991), Pais Vasco (Ley 16/1994), Valencia (Ley 11/1994), Navarra (Ley 9/1996),
Aragén (Ley 6/1998), Extremadura (Ley 8/1998), Castilla-La Mancha (Ley 9/1999), Cana-
rias (D. Legislativo 1/2000), Galicia (Ley 9/2001).
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La realizaciéon de cualquier obra, instalacién o actividad en los
espacios naturales protegidos esta sometida tipicamente a dos auto-
rizaciones, que podriamos denominar autorizacién sustantiva y au-
torizacién ambiental. La autorizacién o aprobacion sustantiva del
proyecto correspondiente estard regulada en la normativa sectorial
aplicable por razén de la materia. La autorizaciéon ambiental es un
afiadido de la legislacién de espacios naturales protegidos, que cabe
encontrar en la normativa internacional, en la legislacién basica y en
la normativa de las Comunidades Auténomas.

Asi, la asuncién normativa de fines de conservacion en los espa-
cios naturales protegidos es una constante del Derecho aplicable. El
Derecho de los tratados internacionales y el Derecho derivado de la
Unién Europea establecen obligaciones para los Estados implicados,
de manera que «cada parte contratante favorecera la conservaciéon
de los humedales» (art. 4 Convencién de Ramsar, 1971) y «en las zo-
nas especiales de conservacion los Estados miembros fijaran las me-
didas de conservacion necesarias» (art. 6 Directiva 92/43/CEE, incor-
porado por el art. 6 RD 1997/1995). El Derecho estatal repite
insistentemente, a lo largo del tiempo, esas finalidades de conserva-
cion, desde el articulo 2 de la pionera Ley de Parques Nacionales
(1916), cuya finalidad era «respetar y hacer que se respete [la decla-
racién de parque nacional]... evitando de este modo con la mayor
eficacia todo acto de destruccion, deterioro o desfiguracién por la
mano del hombre», hasta la vigente LCEN (1989-1997), que persigue
«el establecimiento de normas de proteccién, conservacion, restaura-
cién y mejora de los recursos naturales» (art. 1.1 LCEN), conforme a
ideas que se reiteran bajo las denominaciones de «objetivos» (arts. 1
y 4.3 LCEN) «principios inspiradores» (art. 2 LCEN), «finalidades»
(arts. 3y 10.2 LCEN), «fines» (art. 9) o «valores merecedores de pro-
teccién» (art. 12 LCEN). Hay un cierto barroquismo en las expresio-
nes normativas de la legislacién basica, que no impide constatar la
claridad de la idea central: se interviene sobre los espacios naturales,
ante todo, para conservarlos.

Como consecuencia de los fines de conservacién, parece claro
que el punto de partida del régimen de las obras, instalaciones y acti-
vidades, y por tanto de cualquier proyecto, en los espacios naturales
protegidos debe ser la identificacién de un principio general que
prohibe alterar el caracter del espacio. El principio no resuelve todos
los problemas de gestién de los espacios, pero sirve para vertebrar la
aplicacién de los instrumentos que regulan las diferentes actividades
y para resolver las posibles lagunas de los mismos.

Tradicionalmente, el régimen de las actividades se establecia en
un reglamento con caracter uniforme para todo el espacio natural
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protegido, lo cual resultaba excesivamente rigido. En la actualidad,
para los grandes espacios naturales protegidos, el instrumento ade-
cuado parece responder al tipo del plan rector de uso y gestién, in-
troducido en la experiencia espafiola por la Ley del Parque Nacional
de Donana (1978) y exigido para los parques en la legislacion bésica
(art. 19 LCEN). Como concrecién o desarrollo del plan rector, para
programar las obras y actividades administrativas, suelen preverse
planes anuales de trabajos a realizar. El plan rector debe contener la
zonificacién del espacio, con regimenes diferenciados, a fin de racio-
nalizar todas las decisiones relativas al uso y gestién del espacio. A la
misma idea responden los planes de gestién de las zonas especiales
de conservacién (art. 6.1 RD 1997/1995) o los planes de ordenacion
de los recursos naturales, entre cuyos objetivos figura «determinar
las limitaciones que deban establecerse a la vista del estado de con-
servaciéon de que se trate» —art. 4.3.b) LCEN—. En todo caso, el 16-
gico corolario, tanto de la reglamentacién uniforme como de las di-
versas modalidades de la planificacion de estos espacios, son las
potestades de la autoridad de los espacios naturales protegidos para
autorizar cualquier obra, instalacién o actividad en los mismos.

No se encuentra en la legislacion basica de espacios naturales
protegidos ninguna excepcion del sistema que acaba de resumirse en
relacién con los proyectos estatales. Por tanto, éstos deberan ser so-
metidos a la autorizacién ambiental del 6rgano autonémico que ten-
ga atribuida la gestién del espacio correspondiente. En el caso de los
parques nacionales, la competencia corresponde a la Comisién Mix-
ta de Gestién, compuesta en términos paritarios por representantes
estatales y autonémicos (art. 23 LCEN). La autorizaciéon ambiental
ha de sumarse a la autorizacién sustantiva, como hemos sefialado al
principio de este epigrafe. De manera que, en resumen, los proyectos
estatales en todo tipo de espacios naturales protegidos deberdan con-
tar normalmente con la autorizaciéon (o aprobacién) sustantiva esta-
tal y la autorizacion ambiental autonémica.

En relaciéon con las zonas especiales de conservacion, cabria en-
tender que en el articulo 6.3 RD 1997/1995 se reconoce la competen-
cla autondmica de autorizacién ambiental, como es normal en todo
tipo de espacios naturales protegidos. No obstante, la compleja re-
daccién del precepto introduce inseguridad en su interpretacion. Se-
gun ya hemos visto, se establece alli la necesidad de que las Comuni-
dades Auténomas manifiesten «su conformidad» con el plan o
proyecto «a la vista de las conclusiones de la evaluacién», regla que
pareceria vincular la evaluacién de impacto ambiental al procedi-
miento autorizatorio ambiental autonémico. No puede, sin embargo,
ser asi, segiin hemos expuesto, debido a la superioridad de la legisla-
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cién béasica que incluye la evaluaciéon en el procedimiento autoriza-
torio sustantivo (art. 3.1 LEIA), lo que nos ha llevado a propugnar el
encaje de la intervencién autondémica dentro del procedimiento de
evaluacién de impacto ambiental de los proyectos estatales (art. 5.3
LEIA). Pues bien, quiza cabria completar tal postura indicando que
esa consulta a la Comunidad Auténoma impuesta por la legislacién
basica, tratandose de proyectos estatales en zonas especiales de con-
servacion, puede ser también via de expresion de la competencia au-
tonémica de autorizacién ambiental. De manera que al evacuar la
consulta en el procedimiento de evaluacién de impacto ambiental
(art. 5.3 LEIA) la Comunidad Auténoma podria denegar la autoriza-
cién ambiental de su competencia (31).

Existe también la posibilidad de que la legislacién autonémica
haya establecido la sujecién a evaluacién de impacto ambiental
de proyectos estatales desarrollados en espacios naturales prote-
gidos (32). Estariamos entonces en el ambito de las competencias
materiales autonémicas, donde, como hemos visto, el sistema consti-
tucional permite y la legislacién basica reconoce la potestad autono-
mica de sujetar proyectos estatales a evaluacion de impacto ambien-
tal (arts. 1.2 y 5.1 LEIA). Aunque siempre la declaracién de impacto
ambiental de los proyectos estatales correspondera al Ministerio de
Medio Ambiente, como hemos visto también que se establece en la
legislacion basica (art. 5.1 LEIA).

C) Concurrencia entre autorizacion sustantiva estatal y autorizacion
ambiental autonémica

Tal y como ya adelantamos, puede suceder que, pese a haberse
producido, de conformidad con la declaracién de impacto ambiental

(31) BERMUDEZ SANCHEZ, Obra puiblica y medio ambiente, cit., pag. 286, en nota, consi-
dera erréneo entender que el articulo 6.3 RD 1997/1995 establece la necesidad de autoriza-
cién autonémica para los proyectos estatales, aunque sostiene que cabria atribuir a la com-
petencia de la Comunidad Auténoma la declaracién de impacto ambiental, pero sin
caracter vinculante para el Estado. Frente a esa postura cabe sefialar, por una parte, como
ya hemos visto, que los fundamentos competenciales de la autorizacién ambiental autoné-
mica son solidos y, por otra parte, que sin autorizacién autonémica a la que vincularse, en
ningun caso podria desarrollarse un procedimiento de evaluaciéon de impacto ambiental de
la Comunidad Auténoma. No obstante, la conclusién del presente estudio no va a diferir
mucho de la solucién que propugna el autor citado, aunque por otros fundamenos.

(32) En la legislaciéon autonémica se identifican algunos supuestos de exigencia de
evaluacion de impacto ambiental de ciertos proyectos cuando se desarrollan en espacios
naturales protegidos (art. 36.2 Ley 8/1991 de Castilla y Le6n y anexo II Ley de Canarias
11/1990). Por otra parte, en la legislacion basica se permite que los planes de ordenaciéon
de los recursos naturales, habitualmente aprobados por la Comunidad Auténoma, concre-
ten los supuestos de aplicacién del régimen de la evaluaciéon de impacto ambiental —art.
4.4.e) LCEN—.
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(estatal), la autorizacién sustantiva (estatal) del proyecto estatal, la
Comunidad Auténoma deniegue la autorizacién ambiental de su
competencia en un espacio natural protegido. Para entender y tratar
de resolver adecuadamente la problematica planteada, debemos te-
ner en cuenta los dos niveles de poder territorial de nuestro Estado
compuesto. Esos dos poderes territoriales pueden estar enfrentados
a proposito de la viabilidad, las condiciones de realizacién o las me-
didas compensatorias de un proyecto de competencia del Estado en
una zona especial de conservacién (o, en general, en un espacio na-
tural protegido). El enfrentamiento debemos entenderlo legitimo,
apoyado el Estado, por una parte, en su autorizacién o aprobacién
sustantiva, de conformidad con la declaraciéon de impacto ambiental,
y sosteniendo la tesis contraria la Comunidad Auténoma, mediante
la denegacién o el condicionamiento de la autorizacién ambiental de
su competencia, postura ésta expresada al evacuar la consulta en el
procedimiento de evaluacién de impacto ambiental (art. 6.3 RD
1997/1995). Ambas instancias de poder ejercen competencias que su-
ponemos ajustadas a Derecho, aunque este dato es, en realidad, se-
cundario para nuestra argumentacion, pues estamos tratando de de-
terminar la competencia prevalente, sin perjuicio de que, una vez
hallada ésta, su ejercicio pudiera resultar contrario al ordenamiento
juridico, posibilitindose, asi, la correspondiente anulacién en via de
recurso.

Podemos, ciertamente, auspiciar las férmulas de cooperacién en-
tre el Estado y las Comunidades Auténomas para la solucién de todo
tipo de conflictos competenciales. Pero un correcto enfoque juridico
del problema de la concurrencia competencial s6lo puede hacerse en
términos de enfrentamiento entre los dos poderes publicos. El recla-
mo de la cooperacién, de la colaboracién o incluso de la coordina-
cién en esos casos, como Unica via adecuada para la resolucion de
los conflictos, encierra una cierta dosis de ingenuidad, cuando no de
desconocimiento o enmascaramiento del verdadero alcance de las
respectivas competencias. En tal sentido, sin negar la conveniencia y
aun la necesidad practica de obtener un consenso de las instancias
de poder implicadas en las decisiones publicas, es importante recor-
dar el conocido principio de la irrenunciabilidad de la competencia,
recogido, para el ambito ejecutivo, en el articulo 12.1 de la Ley de
Procedimiento Administrativo Comun. Ese principio se justifica en
todos los ambitos de actuacién de los poderes puiblicos, sean cuales
sean sus formas de manifestaciéon (leyes, reglamentos, actos), por la
existencia de una decisién normativa superior que atribuye el ejerci-
cio de la competencia a un determinado poder. El principio de irre-
nunciabilidad de la competencia ser4, asi, consecuencia del princi-
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pio de legalidad de cara a las actuaciones administrativas y efecto
del principio de superioridad jerarquica de la Constitucién y de los
Estatutos de Autonomia, segun los casos, de cara a las actuaciones
legislativas.

En definitiva, el establecimiento de la instancia de poder compe-
tente para adoptar la decisién ultima en una materia constituye pre-
supuesto ineludible en el intento de clarificar juridicamente las rela-
ciones con otras instancias de poder. Sin que de ahi derive, ni mucho
menos, una eliminacién de las férmulas de cooperacién, que incluso
pueden constituir un condicionante procedimental para el licito ejer-
cicio de la propia competencia.

Pues bien, como hemos visto, la competencia ambiental de las Co-
munidades Auténomas puede ser concurrente con las competencias
materiales del Estado, en el caso de planes o proyectos correspon-
dientes a la competencia material de éste que afecten a una zona es-
pecial de conservacion (o, en general, a un espacio natural protegido).
No siempre la concurrencia ideal de los titulos competenciales dara
lugar a enfrentamientos reales entre el Estado y las Comunidades Au-
ténomas, que pueden estar completamente de acuerdo en el trata-
miento ambiental de un proyecto estatal. Ahora bien, para el supues-
to de que la discrepancia se produzca, la solucién establecida consiste
en la prevalencia del Derecho estatal (art. 149.3 Constitucién).

La regla de prevalencia es una norma de conflicto, para solucio-
nar los concretos problemas derivados de la existencia de zonas co-
munes a las competencias estatal y autonémica. En el caso de que
decisiones validas de ambas esferas, apoyadas en titulos competen-
ciales diversos, conlleven soluciones discrepantes, la Constituciéon
decide el conflicto por la prevalencia de la competencia del Estado.
La regla de prevalencia va, asi, dirigida al aplicador del Derecho, sin
negar la validez de la decisién autonémica preterida (33). No obstan-
te, su aplicacion requeriria, como ya destacé DE LA QUADRA-SALCEDO,
un previo intento de compatibilizacién: «sélo cuando esa compatibi-
lizaciéon no sea posible, o cuando sea razonable una opcién radical
por una u otra, debera operar el criterio puro de prevalencia» (34).

(33) Véase, en ese sentido, Luciano PAREJO ALFONSO, La prevalencia del Derecho estatal
sobre el regional (El art. 149.3 de la Constitucion), Madrid, CEC, 1981. En contra, mante-
niendo la invalidez del Derecho de la Comunidad Auténoma como presupuesto de aplica-
cién de la regla de prevalencia, ligada a la supletoriedad del Derecho estatal, véase Ignacio
DE OTTO Y PARDO, La prevalencia del Derecho estatal sobre el Derecho regional, en «Rev. Esp.
D.° Const.», nam. 2 (1981), pags. 57 y ss.

(34) Tomas DE LA QUADRA-SALCEDO, Los conflictos de competencias, en «Ciudad y Terri-
torio», nam. 80-2 (1989), pag. 11. De esta manera, la aplicacién de la clausula de prevalen-
cia requeriria una llamada a colaborar por parte del Estado, un ejercicio razonable de su
competencia y una consideracion expresa de los intereses tutelados por la competencia au-
tonémica.
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Por tanto, la voluntad del Estado prevalece cuando la Comunidad
Auténoma deniegue la autorizacién ambiental de su competencia
para realizar un proyecto estatal en un espacio natural protegido; o,
lo que seria lo mismo, cuando la Comunidad Auténoma emita infor-
me desfavorable en el procedimiento de evaluacién de impacto am-
biental del proyecto estatal en una zona especial de conservacién.
Pero esa prevalencia de la voluntad estatal requiere un analisis dete-
nido de las objeciones planteadas por la Comunidad Auténoma, con-
siderando especificamente el alcance del interés publico de protec-
cién del medio ambiente y, en su caso, las razones determinantes de
la eventual preferencia de otro interés publico.

En tal sentido, el RD 1997/1995, de conformidad con la Directiva
92/43/CEE, admite la realizacién de planes o proyectos en las zonas
especiales de conservacion, «a pesar de las conclusiones negativas de
la evaluacion... por razones imperiosas de interés publico de primer
orden, incluidas razones de indole social o econémica», aunque im-
poniendo la adopcién de «cuantas medidas compensatorias sean ne-
cesarias para garantizar que la coherencia global de Natura 2000
quede protegida» (art. 6.4.1.° RD 1997/1995). No obstante, en las zo-
nas de mayor protecciéon sélo admite la realizacién de planes o pro-
yectos evaluados negativamente, previa consulta a la Comisién Euro-
pea, por «razones imperiosas de interés publico de primer orden»,
como pudieran ser las «relacionadas con la salud humana y la segu-
ridad publica o relativas a consecuencias positivas de primordial im-
portancia para el medio ambiente» (art. 6.4.2.° RD 1997/1995) (35).

(35) Sobre el régimen de excepciones del articulo 6.4 Directiva 92/43, que coincide
con el articulo 6.4 RD 1997/1995, véase especialmente GARCIiA URETA, Proteccion de hdbitats
v de especies, cit., pags. 287-297.
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